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PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 010  

DE 2011 CÁMARA
por la cual se autoriza la creación de un Fondo 
Cuenta de la Prevención Nacional para Adicciones 
en la Infancia y Adolescencia (FPNAIA) y se destinan 

recursos para su funcionamiento.
Bogotá, D. C., 1° de noviembre de 2011
Doctor
DÍDIER BURGOS RAMÍREZ
Presidente
Comisión Séptima 
Cámara de Representantes
Referencia: Ponencia para primer debate al Pro-

yecto de ley número 010 de 2011 Cámara, por la 
cual se autoriza la creación de un Fondo Cuenta de 
la Prevención Nacional para Adicciones en la Infan-
cia y Adolescencia (FPNAIA) y se destinan recursos 
para su funcionamiento.

Honorables Representantes:
En cumplimiento a la designación realizada por la 

honorable Mesa Directiva y de conformidad con lo 
establecido en el artículo 150 de la Ley 5ª de 1992, 
sometemos a consideración de los honorables Repre-
sentantes el informe de ponencia para primer deba-
te al Proyecto de ley número 010 de 2011 Cáma-
ra, por la cual se autoriza la creación de un Fondo 
Cuenta de la Prevención Nacional para Adicciones 
en la Infancia y Adolescencia (FPNAIA) y se desti-
nan recursos para su funcionamiento.

Yolanda Duque Naranjo, Ángela María Robledo, 
honorables Representantes a la Cámara.
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PRO-
YECTO DE LEY NÚMERO 010 DE 2011 CÁMARA
por la cual se autoriza la creación de un Fondo 
Cuenta de la Prevención Nacional para Adicciones 
en la Infancia y Adolescencia (FPNAIA) y se destinan 

recursos para su funcionamiento.

Objeto y contenido de la iniciativa
El proyecto de ley tiene por objeto brindar ins-

trumentos legales, humanos, técnicos y económicos, 
-

nes de sustancias psicoactivas en la población infantil 
y juvenil.

La presente iniciativa es de origen parla-mentario. 
Fue radicada por el doctor Augusto Posada Sán-
chez, Representante a la Cámara por el departamento 
de Antioquia, el día 21 de julio de 2011, recibida en 
Comisión el 27 de julio de 2011 y publicada en Ga-
ceta del Congreso número 530 de 2011 y está estruc-
turado en siete artículos.

Esta iniciativa radicada en la legislatura pasada 
como Proyecto de ley número 162 de 2009, hizo 
tránsito por la Comisión Tercera de la Cámara, don-
de con ponencia del doctor Ángel Custodio Cabre-
ra, se aprobó esta iniciativa en primer debate, con la 

-

proyecto de ley crea, iniciativa que fue acogida por el 
pleno de la Comisión.

Fue presentada ponencia para segundo debate, 

particularmente la legislatura 2010-2011, aun cuando 
el proyecto estuvo en el Orden del Día no pudo ser 

-
tido por vencimiento de términos.

Competencia
La Comisión Séptima Constitucional Permanente, 

es competente para conocer esta iniciativa toda vez 
que el proyecto versa sobre salud pública, siendo este 
uno de los aspectos del temario obligatorio de la Co-
misión.

Marco jurídico del proyecto
El proyecto cumple con los artículos 154, 157 y 

158 de la Constitución Política, referentes a su ori-
gen, formalidades de publicidad y unidad de materia. 
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Así mismo con el artículo 150 de la Carta que mani-

la de hacer las leyes.
usti caci n

El objetivo del proyecto de ley lo respaldamos: 
“la prevención nacional para adicciones en la infan-
cia y adolescencia”. Es la forma más sostenible, me-
nos costosa y más efectiva de tratar las adicciones 
en adolescente, niños y niñas. No satanizarlos, y sí 
prevenir estas situaciones. “Menos criminalización 
y más educación” sería el lema de este proyecto de 
ley. Compartimos completamente esta idea. Sin em-

este objetivo no es viable tanto para el Ministerio de 
Hacienda como para muchos expertos consultados, 
entre ellos, la ex Secretaria de Hacienda de Bogotá 
Carmenza Saldías.

Al respecto, se considera que la creación de fon-
dos especiales para distintos propósitos puede sig-

del presupuesto; crear inercias en la asignación de 
recursos que no se ajusten a las dinámicas reales de 
los asuntos atendidos; duplicar el mecanismo de los 
fondos de manera inapropiada y, restringir la acción a 

-
conocer la necesaria integralidad en la intervención, 
como corresponde a la naturaleza del asunto que se 
trata en el presente proyecto de ley.

Este tipo de políticas deben quedar aseguradas 
en el Presupuesto General de la Nación, en especial 
en el Ministerio de Educación, en el Ministerio de la 
Protección Social y, dentro de este, en el ICBF. Las 
políticas públicas fundamentales de este país no pue-
den relegarse a fondos aislados creados para sostener 
una acción gubernamental que, en realidad, debe es-

Respaldando esta idea, el Ministerio de Hacienda 

“El Decreto 135 del 21 de enero de 2010 “Por 
medio del cual se distribuyen recursos del Frisco 
para fortalecimiento de la Política Nacional para la 
reducción del consumo de sustancias psicoactivas y 
su impacto y se dictan otras disposiciones” estable-
ció en su artículo 1º distribuir hasta el 30% de los 
recursos que ingresen al Fondo para la Rehabilitación 
Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organi-
zado – Frisco, para el fortalecimiento de programa 
de prevención, mitigación, superación y desarrollo 
institucional establecidos en el marco de la política 
nacional para la reducción del consumo de sustancias 
psicoactivas […]

Así mismo, el documento Conpes 3583 del 28 de 
abril de 2009 “lineamientos de política y consolida-
ción de los instrumentos para la habilitación de suelo 
y generación de oferta de vivienda” el municipio de 
San Andrés de Tumaco debido a la alta proporción 
de los hogares del municipio, la ausencia total de 
servicios públicos domiciliarios y el alto riesgo ante 
fenómenos de licuación y tsunami el cual se calcula 
en un 69%, se pretende reducir la cifra a partir de la 
implementación del POT a través de la estrategia de 

aporte de la nación asciende a 18 mil millones que es-

t
proyecto de inversión “implementación de proyectos 
FRISCO nivel nacional”

Por consiguiente, se puede observar que por los 
compromisos adquiridos con la Nación, antes de la 
vigencia del Decreto 135 del 2010, como los son ade-
más Protección de Magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia, la Protección Concejales, Programas de 
Vivienda Fiscal y la clínica para la policía, entre otros.

El FRISCO, no se encuentra con la capacidad sos-
tenible para crear un fondo del cual trata el asunto del 
Proyecto de ley 010 de 2010, lo cual no indica que el 
proyecto a realizar se ejecute con los recursos actua-
les destinados para dichas entidades.

En este orden, es preciso señalar que el costo 
adicional que demanda esta iniciativa no afecta las 

cuanto dichos gastos son susceptibles de priorizar 

para el Ministerio de la Protección Social, Ministerio 
de Educación y Ministerio de Cultura, de suerte que, 
este Ministerio no tiene objeción al respecto siempre 
y cuando dicho costo sea asumido con los recursos 
actuales y proyectados para dichas entidades. 

Teniendo en cuenta los múltiples compromisos 
provenientes de la venta de los bienes incautados con 
extinción de dominio enunciados anteriormente, este 
Ministerio considera desde la óptica presupuestal que 
no es posible asignar ningún porcentaje de dichos re-

de este tipo, por lo tanto, para este Ministerio es un 
-

cales […]”.
Aunque el Ministerio de Hacienda centra su aten-

ción en el Frisco, cuestión que es doblemente criti-
cable. 

1. Es también un fondo. Aprobar esta ley sería 
multiplicar fondos.

2. El fondo está enmarcado en la política de lucha 
contra el crimen organizado: la prevención de la adic-
ción no debería estar en un marco de criminalización 
sino de política pública social y educativa. 

Hay que señalar que los recursos ya están asignados. 
La propuesta podría ser:
1. Hacer control político del uso de estos recursos
2. Garantizar que en el Presupuesto General de la 

Nación, actualmente en discusión, queden asignados 
recursos públicos para garantizar este objetivo en el 
Ministerio de Educación, en el Ministerio de la Pro-
tección Social y en el ICBF.

Proposici n
Por los motivos antes expuestos, nos permitimos 

rendir ponencia negativa para primer debate, al Pro-
yecto de ley número 010 de 2011 Cámara, por la 
cual se autoriza la creación de un Fondo Cuenta de 
la Prevención Nacional para Adicciones en la Infan-
cia y Adolescencia (FPNAIA) y se destinan recursos 
para su funcionamiento.

Archívese el Proyecto de ley número 010 de 
2011 Cámara, por la cual se autoriza la creación 
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de un Fondo Cuenta de la Prevención Nacional para 
Adicciones en la Infancia y Adolescencia (FPNAIA) 
y se destinan recursos para su funcionamiento. 

Cordialmente,  
Yolanda Duque Naranjo, Ángela María Robledo, 

honorables Representantes a la Cámara.
* * *

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
287 DE 2011 CAMARA, 065 DE 2010 SENADO

por medio de la cual se declara como patrimonio  
genético nacional las razas bovinas criollas y colom-
bianas puras, se adiciona un parágrafo a la Ley 89 

de 1993 y se dictan otras disposiciones.
1. Objeto del proyecto
El objeto de este proyecto de ley es la declara-

toria como Patrimonio Genético Nacional las razas 
bovinas criollas y colombianas puras. En tal sentido, 
dicha declaratoria permite la conservación, la promo-
ción, el desarrollo del ganado bovino criollo y puro 
en Colombia, y abre grandes posibilidades a la in-

-
cimiento genético de estos ganados y por supuesto, 
permite que en el futuro se cimiente un mayor desa-
rrollo pecuario.

2. Consideraciones de los ponentes
Es loable la intención de declarar como patrimo-

nio genético nacional las razas bovinas criollas y 
colombianas puras, tema neurálgico, no solo para la 
protección de la ganadería colombiana y su patrimo-
nio genético, sino para todo el patrimonio biodiverso 
colombiano.

Las razas bovinas criollas y colombianas puras 
son parte del patrimonio genético nacional y se en-
cuentran protegidas por el Convenio de las Nacio-
nes Unidas sobre la Diversidad Biológica (CBD), 

1994. Mediante la suscripción de esta normatividad 
internacional se pretende fomentar la conservación, 
el conocimiento y el uso sostenible de la biodiver-
sidad.

Colombia se ha sumado a la estrategia de protec-
ción de la biodiversidad, incluyendo la protección 
de los animales domésticos de la Food and Agri-
culture Organization of the United Nations, FAO, 
a través del programa y sistema de información 
DAD-IS (The Domestic Animal Diversity Informa-
tion Sistem) el cual, es una comunicación global y 
el sistema de información y mecanismo de facilita-
ción para la conservación, uso sostenible y el desa-
rrollo de los recursos zoogenéticos, que incluye los 
animales domésticos de cada país. Se han reportado 
en el DAD-IS 7 razas bovinas criollas y 2 razas bo-
vinas colombianas entre otros animales domésticos 
reportados. Es de resaltar que con base en los pará-
metros de la FAO, todas las razas bovinas locales se 
encuentran en situación vulnerable.

Adicionalmente y como parte de las medidas de 
protección para las razas bovinas criollas y colom-
bianas puras (entre otros animales) con que cuenta el 
Estado colombiano, está el banco de germoplasma in 
vitro, el cual, actualmente cuenta con un banco cen-

tral y tres bancos satélites ubicados en los sitios don-
de se manejan los bancos de germoplasma in situ. El 
material almacenado cuenta con una completa des-
cripción de calidad, así como de información genea-
lógica y reproductiva de los bovinos donadores. En 
este sentido se han realizado procesos de evaluación 
productiva de las poblaciones que cuentan con banco 
de germoplasma in vivo. Esta es una herramienta para 
la conservación de las razas criollas colombianas que 
se encuentran en peligro de extinción, incluyendo la 
protección de especies como cerdos y ovejas.

Se debe hacer claridad que los bancos de germo-
plasma son in vitro semen y embriones en condicio-
nes de ultracongelación y bancos de germoplasma 
in vivo animales vivos (núcleos de población) y se 
pueden conservar in situ esto es en su lugar geográ-

ex situ 
normalmente mediante crioconservación. 

Como parte del proceso de conservación de recur-
sos genéticos de las razas bovinas criollas y colom-
bianas puras in situ, Colombia ha integrado un siste-
ma nacional de conservación de recursos genéticos 
en los centros de investigación de Corpoica, ubicados 
en Centro de Investigaciones de Turipana en Mon-
tería, departamento de Córdoba, donde estableció el 
banco de germoplasma de las razas bovinas criollas 
Romosinuano y Costeño con Cuernos; en el Centro 
de Investigaciones el NUS, el banco de germoplasma 
de la raza bovina Blanco Oreginegro; en el Centro 
de Investigaciones de Tibaitatá en Cundinamarca, el 
cual, actúa como banco de germoplasma central, se 
encuentran criopreservadas las razas BON, Casana-
reño, C.C.C, Chino Santandereano, Hartón del Valle, 
Romosinuano y Sanmartinero; y en el Centro de In-
vestigaciones la Libertad la raza Sanmartinero. Tam-
bién se cuenta con banco de germoplasma de embrio-
nes y de bovinos vivos.

Las entidades encargadas de llevar los anteriores 
programas son la Corporación Colombiana de Inves-
tigación Agropecuaria, Corpoica, organismo de eco-
nomía mixta, adscrito al Ministerio de Agricultura, 
Vivienda, Ambiente y Desarrollo Rural y el Instituto 
Colombiano Agropecuario, ICA, con recursos esta-
tales.

La adopción de medidas para la protección, me-
joramiento, promoción y desarrollo del patrimonio 
genético representado en las razas de ganado bovi-
no criollo y puro en Colombia no es nuevo, es un 
Programa del Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural y de entidades como el ICA, Corpoica, El Ban-
co Agrario, Finagro y el Fondo Nacional del Ganado 
(FNG), a través de Fedegán.

Con todos los esfuerzos que realiza el Gobierno 
Nacional a través de las diferentes entidades, se re-

-
cos y económicos, para la protección, mejoramiento, 
promoción y desarrollo del patrimonio genético de 
las razas de ganado bovino criollo y puro colombiano 
y a estos esfuerzos se requiere se sume el sector pri-
vado, la academia y los gremios.

Como se reconoce en la exposición de motivos del 
proyecto de ley que nos ocupa, los orígenes de las ra-
zas criollas colombianas se remontan a ganados traí-
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dos por los españoles y que se establecieron en dife-
rentes puntos de la geografía Colombiana, donde por 

ecológicas y a condiciones de selección natural, fue-
ron diferenciándose de las demás razas bovinas hasta 
adoptar las características fenotípicas y genotípicas 
que las diferencian de las demás razas.

Es allí en cada una de estas regiones tropicales don-
de se originó cada raza y donde surgieron las carac-
terísticas que las hacen diferentes de las demás razas, 
donde deben permanecer los núcleos de población de 
animales vivos o también llamados bancos genéticos 
de animales vivos, en condiciones de pureza in situ. 
Es así como para la mayoría de las razas Criollas Co-
lombianas, los gobiernos departamentales a través de 
las secretarías de agricultura y sus entidades adscritas 
o vinculadas tienen núcleos de población de las razas 
originarias de la región, con programas de conserva-
ción y fomento. Secretaría de Agricultura del Meta, 
banco genético de animales vivos de la raza Sanmar-
tinero en la Granja Iracá ubicada en el municipio de 
Sanmartín; las Granjas de Montería con ganado Ro-
mosinuano; en Valledupar ganado CCC y El Nus con 
Costeño Con Cuernos CCC y BON; Otras entidades 
como la Secretaría de Agricultura del Valle Programa 
de Conservación de Hartón y el Fondo Ganadero de 
Santander con Programas de Conservación de Chino 
Santandereano.

los recursos genéticos que se hallen en peligro. Es 
esencial, por lo tanto, una descripción o caracteriza-
ción completa de los mismos, proponiéndose a cuatro 
niveles de actuación:

1. Elaboración de un inventario nacional de los re-
cursos genéticos animales.

2. Control del estado del conjunto de los recursos 
genéticos animales.

3. Mayor conocimiento genético y económico de 
las cualidades únicas de las razas con objeto de de-
sarrollar estrategias que hagan un mejor uso de estas 
características a corto y largo plazo.

4. Descripción molecular comparativa mediante 
marcadores moleculares para establecer qué razas 

-
rigir mejor las acciones de conservación. 

En esta propuesta se parte de un censo de la po-
blación bovina de cada raza, aquí es importante se-
ñalar de manera clara, que debe ser realizado por un 
organismo especializado y evaluar, los factores feno-
típicos, genotípicos, productivos y reproductivos que 

-
vina en su lugar de origen y se debe considerar como 
otro requisito, el poder disponer de un organismo de 

-
cias de un animal a la raza en cuestión (libro de re-
gistro, instituto técnico o Asociación especializada). 
Este organismo de gestión debe pertenecer por prin-
cipio de identidad cultural a las regiones de donde se 
originó cada raza bovina.

Es importante señalar que además de los recursos 
aportados por el Gobierno Nacional y los gobiernos 

de cualquier nivel, para el fomento, protección, con-

razas bovinas criollas y colombianas puras, debe el 
sector privado a través de entidades y asociaciones 
gremiales, y entidades de economía mixta, concurrir 

desprendan como resultado del presente proyecto de 
ley. Una fuente importante de recursos económicos 
para acompañar la política de protección del patri-
monio genético de las razas bovinas criollas y pu-
ras colombianas es el Fondo Nacional del Ganado, 
creado con claros objetivos de fomento para el sector 
ganadero y lechero, mediante la Ley 89 de 1993. Este 
fondo debe concurrir en el cumplimiento de sus ob-
jetivos de creación especialmente los numerales 4 y 

en un porcentaje del 5% de su presupuesto anual y es 
el mismo sector ganadero productor de carne y leche 

derivados de la política de protección, mejoramiento 
y conservación del patrimonio genético bovino na-
cional. 

Debate en Comisi n
El honorable Representante Hernando Hernández 

T. presentó constancia de su voto negativo al proyec-
to de ley, por qué no recoger todas las razas criollas. 
(Anexo copia de la constancia).

De los nueve (9) artículos presentados en la po-
nencia a consideración de la Comisión Quinta para 
Primer debate, ocho (8) fueron aprobados en bloque 
y por votación nominal; se excluyó el artículo sép-
timo, por tener una proposición radicada en la Se-

Representantes: Marcela Amaya García, quien du-

Jimmy Javier Sierra, la cual fue negada por votación 
nominal. Se anexa copia de la proposición. 

Se somete a consideración de la Comisión Quinta 
el título con que viene la ponencia, el cual es aproba-
do por votación nominal.

Presentado, discutido y aprobado el Proyecto de 
ley número 287 de 2011 Cámara. 065 de 2010 Sena-
do en primer debate, en la Comisión Quinta Constitu-
cional Permanente de la Cámara de Representantes, 

los mismos términos es presentado para segundo de-
bate, a la Plenaria de la Cámara de Representantes. 

Proposici n
En atención a las anteriores consideraciones, ren-

dimos ponencia positiva y de manera atenta solicita-
mos a la honorable Plenaria Cámara de Representan-
tes, dar segundo debate al texto aprobado en sesión 
de la Comisión Quinta Constitucional Permanente de 
la Cámara de Representantes del día 21 de septiem-
bre de 2011, al Proyecto de ley número 287 de 2011 
Cámara, 065 de 2010 Senado, por medio de la cual se 
declara como patrimonio cultural de la Nación y pa-
trimonio genético nacional las razas bovinas criollas 
y colombianas puras, y se dictan otras disposiciones, 

-
nencia.
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TEXTO APROBADO EN SESIÓN DE LA CO-
MISIÓN QUINTA CONSTITUCIONAL PER-
MANENTE DE LA CÁMARA DE REPRESEN-
TANTES DEL DÍA 21 DE SEPTIEMBRE DE 
2011 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 287 

DE 2011 CÁMARA, 065 DE 2010 SENADO
por medio de la cual se declara como patrimonio ge-
nético nacional las razas bovinas criollas y colom-
bianas puras, se adiciona un parágrafo a la Ley 89 

de 1993 y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Objeto. El objeto de la presente ley es 

la declaratoria como Patrimonio Genético Nacional 
de las razas bovinas criollas y colombianas puras; por 
medio de esta declaratoria se busca la adopción de 
medidas para la protección, mejoramiento, promo-
ción y desarrollo del patrimonio genético represen-
tado en las razas de ganado bovino criollo y puro en 
Colombia.

Artículo 2º. Declaratoria. Declárese como Patri-
monio Genético Nacional las razas bovinas criollas 
y colombianas puras. Reconózcase la importancia de 
estas razas en la ganadería colombiana como parte 
integral del patrimonio genético y de la identidad cul-
tural de la Nación en las regiones donde se lleva a 
cabo su crianza.

Artículo 3º. Las razas. Se reconocen como razas 
bovinas criollas y colombianas puras las siguientes:

Romosinuano.
Blanco Orejinegro.
Velásquez.
Criollo Caqueteño.
San Martinero.
Costeño con Cuernos.
Hartón del Valle.
Lucerna.
Chino Santandereano.
Criollo Casanare.
Artículo 4º. El Gobierno Nacional a través de los 

Ministerios de Cultura, Agricultura y Desarrollo Ru-
ral, Hacienda y demás entidades estatales adscritas 
y/o vinculadas, destinarán recursos e implementarán 
programas de protección, promoción y desarrollo de 
estas razas bovinas criollas y colombianas puras.

Parágrafo 1º. El Ministerio de Agricultura y desa-
rrollo rural hará el reconocimiento de los organismos 
regionales competentes sin ánimo de lucro, llámense 
asociaciones u organizaciones de criadores de una 
o más de las razas descritas en el artículo 3° de la 

gestión de libros genealógicos por parte de estas en-
tidades. La expedición por parte de las asociaciones 

-
pondiente que acredite la condición de pureza debe 

de Agricultura y Desarrollo Rural, partiendo de la 
composición genética, fenotípica y de productividad 
de cada raza en particular. 

-
za de cada bovino debe estar soportado en los libros 

genealógicos y será condición indispensable para la 
destinación de los recursos incluidos en el presente 
artículo.

Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional dispondrá 
como incentivo el establecimiento de líneas de crédi-
to blando a quienes se dediquen a la cría y desarrollo 
de estas razas.

Artículo 5º. En desarrollo del objeto de la presente 
ley, el Gobierno Nacional a través del Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural, el Fondo Nacional 
del Ganado y demás entidades estatales adscritas y/o 
vinculadas, dispondrá de todo lo necesario para rea-
lizar un censo que permita determinar con certeza el 
hato de estas razas criollas y puras en el país. 

Artículo 6º. En desarrollo del objeto de la presente 
ley, el Gobierno Nacional a través del Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural, el Fondo Nacional 
del Ganado y demás entidades estatales adscritas y/o 
vinculadas, fortalecerán los bancos de germoplasma in 
vivo e in vitro existentes a la entrada en vigencia de la 
presente ley de las razas enumeradas en el artículo 3º.

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 
establecerá los controles y requisitos a que haya lugar 
y controlará las exportaciones de material genético 
de las razas criollas y colombianas puras.

Artículo 7°. Adiciónese un parágrafo al artículo 4° 
de la Ley 89 de 1993, el cual quedará de la siguiente 
forma:

Parágrafo. De los recursos asignados al programa 
Ciencia y Tecnología del presupuesto de gastos de 
inversión del Fondo Nacional del Ganado, la Junta 
Directiva con el aval del Comité Nacional para el 
mejoramiento genético de la ganadería colombiana, 
destinará un porcentaje no inferior al 5% del presu-
puesto anual de gastos de inversión, para la imple-
mentación de programas y proyectos que permitan de 

-
miento genético, promoción, difusión, investigación 

colombianas puras in situ, priorizando las razas en 
peligro de extinción y en general para el cumplimien-
to integral de los objetivos de la presente ley, para lo 

Artículo 8º. Declárese el día 24 de septiembre de 
cada año, como el día de las razas bovinas criollas y 
colombianas puras; autorícese al Ministerio de Agri-
cultura y al Fondo Nacional del Ganado a destinar re-
cursos para la realización de actos y programas edu-
cativos, de promoción y divulgación de estas razas a 
nivel nacional e internacional en coordinación con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores.

Artículo 9º. Esta ley rige a partir de su promulga-
ción y deroga todas las normas que le sean contrarias.

El presente texto de articulado al Proyecto de ley 
número 287 de 2011 Cámara, 065 de 2010 Senado, por 
medio de la cual se declara como patrimonio genéti-
co nacional las razas bovinas criollas y colombianas 
puras, se adiciona un parágrafo a la Ley 89 de 1993 y 
se dictan otras disposiciones, fue aprobado en sesión 
del 21 de septiembre de 2011, según consta en el Acta 
número 007  Legislatura 2011-2012, de tal fecha.

Marcela Amaya García, Ponente Coordinadora; 
César Augusto Franco Arbeláez, Ponente.

Gustavo Amado López, Secretario Comisión 
Quinta, Cámara de Representantes.
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TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBA-
TE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 287 DE 

2011 CÁMARA 65 DE 2010 SENADO
por medio de la cual se declara como patrimonio ge-
nético nacional las razas bovinas criollas y colom-
bianas puras, se adiciona un parágrafo a la Ley 89 

de 1993 y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Objeto. El objeto de la presente ley es 

la declaratoria como Patrimonio Genético Nacional 
de las razas bovinas criollas y colombianas puras; por 
medio de esta declaratoria se busca la adopción de 
medidas para la protección, mejoramiento, promo-
ción y desarrollo del patrimonio genético represen-
tado en las razas de ganado bovino criollo y puro en 
Colombia.

Artículo 2º. Declaratoria. Declárese como Patri-
monio Genético Nacional las razas bovinas criollas 
y colombianas puras. Reconózcase la importancia de 
estas razas en la ganadería colombiana como parte 
integral del patrimonio genético y de la identidad cul-
tural de la Nación en las regiones donde se lleva a 
cabo su crianza.

Artículo 3º. Las razas. Se reconocen como razas 
bovinas criollas y colombianas puras las siguientes:

Romosinuano.
Blanco Orejinegro.
Velásquez.
Criollo Caqueteño.
San Martinero.
Costeño con Cuernos.
Hartón del Valle.
Lucerna.
Chino Santandereano.
Criollo Casanare.
Artículo 4º. El Gobierno Nacional a través de los 

Ministerios de Cultura, Agricultura y Desarrollo Ru-
ral, Hacienda y demás entidades estatales adscritas 
y/o vinculadas, destinarán recursos e implementarán 
programas de protección, promoción y desarrollo de 
estas razas bovinas criollas y colombianas puras.

Parágrafo 1º. El Ministerio de Agricultura y De-
sarrollo Rural hará el reconocimiento de los organis-
mos regionales competentes sin ánimo de lucro, llá-
mense asociaciones u organizaciones de criadores de 
una o más de las razas descritas en el artículo 3° de la 

gestión de libros genealógicos por parte de estas en-
tidades. La expedición por parte de las asociaciones 

-
pondiente que acredite la condición de pureza debe 

de Agricultura y Desarrollo Rural, partiendo de la 
composición genética, fenotípica y de productividad 
de cada raza en particular. 

-
za de cada bovino debe estar soportado en los libros 

genealógicos y será condición indispensable para la 
destinación de los recursos incluidos en el presente 
artículo.

Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional dispondrá 
como incentivo el establecimiento de líneas de crédi-
to blando a quienes se dediquen a la cría y desarrollo 
de estas razas.

Artículo 5º. En desarrollo del objeto de la pre-
sente ley, el Gobierno Nacional a través del Minis-
terio de Agricultura y Desarrollo Rural, el Fondo 
Nacional del Ganado y demás entidades estatales 
adscritas y/o vinculadas, dispondrá de todo lo nece-
sario para realizar un censo que permita determinar 
con certeza el hato de estas razas criollas y puras en 
el país. 

Artículo 6º. En desarrollo del objeto de la pre-
sente ley, el Gobierno Nacional a través del Minis-
terio de Agricultura y Desarrollo Rural, el Fondo 
Nacional del Ganado y demás entidades estatales 
adscritas y/o vinculadas, fortalecerán los bancos de 
germoplasma in vivo e in vitro existentes a la entra-
da en vigencia de la presente ley de las razas enume-
radas en el artículo 3º.

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 
establecerá los controles y requisitos a que haya lugar 
y controlará las exportaciones de material genético 
de las razas criollas y colombianas puras.

Artículo 7°. Adiciónese un parágrafo al artículo 4° 
de la Ley 89 de 1993, el cual quedará de la siguiente 
forma:

Parágrafo. De los recursos asignados al progra-
ma Ciencia y Tecnología del presupuesto de gastos 
de inversión del Fondo Nacional del Ganado, la Jun-
ta Directiva con el aval del Comité Nacional para el 
mejoramiento genético de la ganadería colombiana, 
destinará un porcentaje no inferior al 5% del presu-
puesto anual de gastos de inversión, para la imple-
mentación de programas y proyectos que permitan de 

-
miento genético, promoción, difusión, investigación 

colombianas puras in situ, priorizando las razas en 
peligro de extinción y en general para el cumplimien-
to integral de los objetivos de la presente ley, para lo 

Artículo 8º. Declárese el día 24 de septiembre de 
cada año, como el día de las razas bovinas criollas y 
colombianas puras; autorícese al Ministerio de Agri-
cultura y al Fondo Nacional del Ganado a destinar re-
cursos para la realización de actos y programas edu-
cativos, de promoción y divulgación de estas razas a 
nivel nacional e internacional en coordinación con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores.

Artículo 9º. Esta ley rige a partir de su promulga-
ción y deroga todas las normas que le sean contrarias.

Cordialmente,
Marcela Amaya García, Ponente Coordinadora, 

Representante a la Cámara, departamento del Meta; 
César Augusto Franco Arbeláez, Ponente, Represen-
tante a la Cámara, departamento de Risaralda.
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SUSTANCIACIÓN
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 287  
DE 2011 CÁMARA, 65 DE 2010 SENADO

por medio de la cual se declara como patrimonio  
genético nacional las razas bovinas criollas y colom-
bianas puras, se adiciona un parágrafo a la Ley 89 

de 1993 y se dictan otras disposiciones.
El Proyecto de ley número 287 de 2011 Cámara, 

17 de 2010 Senado fue radicado en la Secretaría de la 
Comisión Quinta de la Cámara de Representantes el 
día 21 de julio de 2011. El día 2 de agosto de 2011, 
la Mesa Directiva de esta Comisión designó como 
ponentes para primer debate del proyecto de ley en 
mención a la honorable Representante Marcela Ama-
ya García y a los honorables Representantes César 
Augusto Franco Arbeláez y Rafael Antonio Madrid 
Hodeg. El día 9 de agosto de 2011, la Mesa Directiva 
de la Comisión aceptó la renuncia presentada por el 
honorable Representante Rafael Antonio Madrid Ho-
deg, como ponente del Proyecto de ley número 287 
de 2011 Cámara, 065 de 2010 Senado.

En la Sesión Ordinaria de la Comisión Quinta 
Constitucional Permanente de la Cámara de Repre-
sentantes de fecha, 20 de septiembre del año en cur-
so, fue anunciada la consideración, discusión y vota-
ción de la ponencia para primer debate al Proyecto de 
ley número 287 de 2011 Cámara, 065 de 2010 Sena-
do, según consta en el Acta número 006 Legislatura 
2011- 2012, correspondiente a la sesión realizada el 
20 de septiembre de 2011.

En la Sesión Ordinaria de la Comisión Quinta 
Constitucional Permanente de la Cámara de Repre-
sentantes del día 21 de septiembre de 2011, de con-
formidad con las prescripciones constitucionales y 
legales, especialmente las contenidas en la Ley 5ª de 
1992 (Reglamento del Congreso), se consideró, dis-
cutió y votó la ponencia para primer debate al Pro-
yecto de ley número 287 de 2011 Cámara, 065 de 
2010 Senado, por medio de la cual se declara como 
patrimonio genético nacional las razas bovinas crio-
llas y colombianas puras, se adiciona un parágrafo a 
la Ley 89 de 1993 y se dictan otras disposiciones. En 
el transcurso de la sesión, el honorable Representante 
Rafael Antonio Madrid Hodeg se declara impedido 
para participar en la consideración, discusión y vota-
ción de la ponencia para primer debate al Proyecto de 
ley número 287 de 2011 Cámara, 065 de 2010 Sena-
do, impedimento que es sometido a votación nominal 
siendo aprobado; el honorable Representante Rafael 
Antonio Madrid Hodeg, deja constancia que se au-
senta del salón de sesiones hasta que se termine la 
consideración, discusión y votación del proyecto; así 
mismo, el honorable Representante Hernando Her-
nández deja constancia que votará negativamente el 
Proyecto de ley número 287 de 2011 Cámara, 065 de 
2010 Senado.

En sesión del día 21 de septiembre de 2011, es 
aprobada por votación nominal la proposición con 
que termina el informe de ponencia.

La Presidencia somete a votación en bloque los 
artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 8° y 9,° que no tienen 

proposiciones radicadas, los cuales son aprobados 
por votación nominal.

Los honorables Representantes Luis Enrique Dus-
sán López, Marcela Amaya García y Jimmy Javier 
Sierra Palacio, presentaron una proposición para 

votación, la honorable Representante Marcela Ama-
ya García
proposición.

La proposici n dice:
“Modifíquese el artículo 7° de la Ponencia:
Artículo 7°. Adiciónese un parágrafo al artículo 

4° de la Ley 89 de 1993, el cual quedará de la si-
guiente forma:

Parágrafo 3°. De los recursos asignados al Pro-
grama Ciencia y Tecnología del presupuesto de gas-
tos de inversión del Fondo Nacional del Ganado, la 
Junta Directiva con el aval del Comité Nacional para 
el mejoramiento genético de la ganadería colombia-
na, destinará un porcentaje para la implementación 
de programas y proyectos que permitan de manera 

genético, promoción y desarrollo de las razas bovi-
nas criollas y colombianas puras y en general para el 
cumplimiento integral de los objetivos de la presente 

La Presidencia somete a consideración la propo-
sición, la cual es negada mediante votación nominal, 
de igual forma se sometió a consideración el artículo 
7° como venía en la ponencia, el cual es aprobado 
mediante votación nominal.

El Presidente somete a consideración el título de 
la iniciativa y pregunta a la Comisión si quiere que 
este proyecto de ley tenga segundo debate, lo cual es 
aprobado mediante votación nominal. De igual forma 
el Presidente designa como ponentes para segundo 
debate los honorables Representantes Marcela Ama-
ya García (Coordinadora) y César Augusto Franco 
Arbeláez.

La Secretaría deja constancia que este proyecto de 
ley fue votado por la mayoría que la Ley establece.

La relación completa de la aprobación en primer 
debate del Proyecto de ley número 287 de 2011 Cá-
mara, 65 de 2010 Senado, por medio de la cual se 
declara como patrimonio genético nacional las razas 
bovinas criollas y colombianas puras, se adiciona un 
parágrafo a la Ley 89 de 1993 y se dictan otras dis-
posiciones consta en el Acta número 007, correspon-
diente a la sesión realizada el 20 de septiembre de 
2011, Legislatura 2010-2011.

El Presidente Comisión Quinta, Cámara de Repre-
sentantes,

Crisanto Pizzo Mazabuel.
La Vicepresidente Comisión Quinta, Cámara de 

Representantes,
Esmeralda Sarria Villa.

El Secretario Comisión Quinta, Cámara de Repre-
sentantes,

Gustavo Amado López.
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TEXTO DEFINITIVO, PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO  050 DE 

2011 CÁMARA
por la cual se adopta la política nacional de gestión 

del riesgo de desastres y se establece el Sistema 
Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres y se 

dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República

DECRETA:
CAPÍTULO I

Fundamentos de la gesti n del riesgo de desastres 
como política del Estado colombiano

Artículo 1°. De la gestión del riesgo de desastres. 
La gestión del riesgo de desastres, en adelante la ges-
tión del riesgo, es un proceso social orientado a la 
formulación, ejecución, seguimiento y evaluación de 
políticas, estrategias, planes, programas, regulacio-
nes, instrumentos y medidas y acciones permanentes 
para el conocimiento y la reducción del riesgo y para 
el manejo de desastres, con el propósito explícito de 
contribuir a la seguridad, el bienestar, la calidad de 
vida de las personas y al desarrollo sostenible.

Parágrafo 1°. La gestión del riesgo se constituye 
en una política de desarrollo indispensable para ase-
gurar la sostenibilidad, la seguridad territorial, los 
derechos e intereses colectivos, mejorar la calidad de 
vida de las poblaciones y las comunidades en ries-
go y, por lo tanto, está intrínsecamente asociada con 

ambiental territorial sostenible, en todos los niveles 
de gobierno y la efectiva participación de la pobla-
ción.

Parágrafo 2°. Para todos los efectos legales, la 
gestión del riesgo incorpora lo que hasta ahora se ha 
denominado en normas anteriores prevención, aten-
ción y recuperación de desastres, manejo de emer-
gencias y reducción de riesgos.

Artículo 2°. De la responsabilidad. La gestión del 
riesgo es responsabilidad de todas las autoridades y 
de los habitantes del territorio colombiano.

En cumplimiento de esta responsabilidad, las enti-
dades públicas, privadas y comunitarias desarrollarán 
y ejecutarán los procesos de gestión del riesgo (cono-
cimiento del riesgo, reducción del riesgo y manejo 
de desastres) en el marco de sus competencias y su 
ámbito de actuación, como componentes del Sistema 
Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres. 

Por su parte, los habitantes del territorio nacional, 
corresponsables de la gestión del riesgo, actuarán con 
precaución, solidaridad, autoprotección, tanto en lo 
personal como en lo de sus bienes, y acatarán lo dis-
puesto por las autoridades. 

Artículo 3°. Principios generales. Los principios 
generales que orientan la gestión del riesgo son:

1. Principio de igualdad: Todas las personas na-
turales y jurídicas, indiferentemente a que sean es-
tas últimas de derecho público o privado, tendrán la 
misma ayuda y el mismo trato al momento de aten-
dérseles en las situaciones de desastre y peligro que 
desarrolla esta ley. Así como al momento de solici-

tar su participación para colaborar con las acciones 
humanitarias en situaciones de desastre o fenómenos 

-
res enunciados.

2. Principio de protección: Los residentes en Co-
lombia deben ser protegidos por las autoridades en su 
vida e integridad física y mental, en sus bienes y en 
sus derechos colectivos a la seguridad, la tranquili-
dad y la salubridad públicas y a gozar de un ambiente 
sano, frente a posibles desastres o fenómenos peli-

enunciados. 
3. Principio de solidaridad social: Todas las per-

sonas naturales y jurídicas, sean estas últimas de de-
recho público o privado, tienen el deber indeclinable 
de responder con acciones humanitarias a las situa-
ciones de desastre y peligro para la vida o la salud de 
las personas. 

4. Principio de autoconservación: Toda persona 
natural o jurídica, bien sea de derecho público o pri-
vado, tiene el deber de adoptar las medidas necesa-
rias para una adecuada gestión del riesgo en su ámbi-
to personal y funcional, con miras a salvaguardarse, 
que es condición necesaria para el ejercicio de la so-
lidaridad social.

5. Principio participativo: Es deber de las autori-
dades y entidades del Sistema Nacional de Gestión 
del Riesgo de Desastres, reconocer, facilitar y promo-
ver la organización y participación de comunidades 
étnicas, asociaciones cívicas, comunitarias, vecina-

Es deber de todas las personas hacer parte del proce-
so de gestión del riesgo en su comunidad. 

6. Principio de diversidad cultural: En reconoci-
miento de los derechos económicos, sociales y cul-
turales de las personas, los procesos de la gestión del 
riesgo deben ser respetuosos de las particularidades 
culturales de cada comunidad y aprovechar al máxi-
mo los recursos culturales de la misma.

7. Principio del interés público o social: En toda 
situación de riesgo o de desastre, el interés público 
o social prevalecerá sobre el interés particular. Los 
intereses locales, regionales, sectoriales y colectivos 
cederán frente al interés nacional, sin detrimento de 
los derechos fundamentales del individuo y, sin de-
mérito, de la autonomía de las entidades territoriales.

8. Principio de precaución: Cuando exista la posi-
bilidad de daños graves o irreversibles a las vidas, a 
los bienes y derechos de las personas, a las institucio-
nes y a los ecosistemas como resultado de la materia-
lización del riesgo en desastre, las autoridades y los 
particulares aplicarán el principio de precaución en 

no será óbice para adoptar medidas encaminadas a 
prevenir, mitigar la situación de riesgo.

9. Principio de sostenibilidad ambiental: El desa-
rrollo es sostenible cuando satisface las necesidades 
del presente sin comprometer la capacidad de los 
sistemas ambientales de satisfacer las necesidades 
futuras e implica tener en cuenta la dimensión eco-
nómica, social y ambiental del desarrollo. El riesgo 

T E X T O S   D E F I N I T I V O S
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de desastre se deriva de procesos de uso y ocupación 
insostenible del territorio, por tanto, la explotación 
racional de los recursos naturales y la protección del 
medio ambiente constituyen características irreduc-
tibles de sostenibilidad ambiental y contribuyen a la 
gestión del riesgo de desastres.

10. Principio de gradualidad: La gestión del riesgo 
se despliega de manera continua, mediante procesos 
secuenciales en tiempos y alcances que se renuevan 
permanentemente. Dicha gestión continuada estará 
regida por los principios de gestión pública consa-
grados en el artículo 209 de la Constitución y debe 
entenderse a la luz del desarrollo político, histórico 

11. Principio sistémico: La política de gestión del 
riesgo se hará efectiva mediante un sistema admi-
nistrativo de coordinación de actividades estatales y 
particulares. El sistema operará en modos de integra-
ción sectorial y territorial; garantizará la continuidad 
de los procesos, la interacción y enlazamiento de las 
actividades mediante bases de acción comunes y co-
ordinación de competencias. Como sistema abierto, 
estructurado y organizado, exhibirá las calidades de 
interconexión, diferenciación, recursividad, control, 
sinergia y reiteración.

12. Principio de coordinación: La coordinación de 
competencias es la actuación integrada de servicios 
tanto estatales como privados y comunitarios espe-
cializados y diferenciados, cuyas funciones tienen 
objetivos comunes para garantizar la armonía en el 

-
metidos del Sistema Nacional de Gestión del Riesgo 
de Desastres.

13. Principio de concurrencia: La concurrencia 
de competencias entre entidades nacionales y territo-
riales de los ámbitos público, privado y comunitario 
que constituyen el Sistema Nacional de Gestión del 

en los procesos, acciones y tareas se logre mediante 
la unión de esfuerzos y la colaboración no jerárquica 
entre las autoridades y entidades involucradas. La ac-

de algunas de las entidades. El ejercicio concurrente 
de competencias exige el respeto de las atribuciones 
propias de las autoridades involucradas, el acuerdo 
expreso sobre las metas comunes y sobre los proce-
sos y procedimientos para alcanzarlas.

-
conocimiento de la autonomía de las entidades te-
rritoriales para ejercer sus competencias. La subsi-
diariedad puede ser de dos tipos: la subsidiariedad 
negativa, cuando la autoridad territorial de rango 
superior se abstiene de intervenir el riesgo y su ma-
terialización en el ámbito de las autoridades de ran-
go inferior, si estas tienen los medios para hacerlo. 
La subsidiariedad positiva, impone a las autoridades 
de rango superior, el deber de acudir en ayuda de las 
autoridades de rango inferior, cuando estas últimas, 
no tengan los medios para enfrentar el riesgo y su 
materialización en desastre o cuando esté en riesgo 
un valor, un interés o un bien jurídico protegido rele-
vante para la autoridad superior que acude en ayuda 
de la entidad afectada.

15. Principio de oportuna información: Para todos 
los efectos de esta ley, es obligación de las autorida-

des del Sistema Nacional de Gestión de Riesgo de 
desastres, mantener debidamente informadas a todas 
las personas naturales y jurídicas sobre: Posibilida-
des de riesgo, gestión de desastres, acciones de reha-
bilitación y construcción así como también sobre las 
donaciones recibidas, las donaciones administradas y 
las donaciones entregadas. 

Artículo 4°. . Para efectos de la pre-
sente ley se entenderá por:

1. Adaptación: Comprende el ajuste de los siste-
mas naturales o humanos a los estímulos climáticos 

-
-

sas. En el caso de los eventos hidrometeorológicos 
la Adaptación al Cambio Climático corresponde a la 
gestión del riesgo de desastres en la medida en que 
está encaminada a la reducción de la vulnerabilidad 
o al mejoramiento de la resiliencia en respuesta a los 
cambios observados o esperados del clima y su va-
riabilidad.

2. Alerta: Estado que se declara con anterioridad 
a la manifestación de un evento peligroso, con base 
en el monitoreo del comportamiento del respectivo 

-
ción involucrada activen procedimientos de acción 
previamente establecidos.

3. Amenaza: Peligro latente de que un evento fí-
sico de origen natural, causado o inducido por la ac-
ción humana de manera accidental, se presente con 

lesiones u otros impactos en la salud, así como tam-
bién daños y pérdidas en los bienes, la infraestructu-
ra, los medios de sustento, la prestación de servicios 
y los recursos ambientales. 

4. Análisis y evaluación del riesgo: Implica la 
consideración de las causas y fuentes del riesgo, sus 
consecuencias y la probabilidad de que dichas con-
secuencias puedan ocurrir. Es el modelo mediante 
el cual se relaciona la amenaza y la vulnerabilidad 

los posibles efectos sociales, económicos y ambien-
tales y sus probabilidades. Se estima el valor de los 
daños y las pérdidas potenciales, y se compara con 
criterios de seguridad establecidos, con el propósito 

-
ducción del riesgo y preparación para la respuesta y 
recuperación. 

5. Calamidad pública: Es el resultado que se des-
encadena de la manifestación de uno o varios eventos 
naturales o antropogénicos no intencionales que al 
encontrar condiciones propicias de vulnerabilidad en 
las personas, los bienes, la infraestructura, los medios 
de subsistencia, la prestación de servicios o los re-
cursos ambientales, causa daños o pérdidas humanas, 
materiales, económicas o ambientales, generando una 
alteración intensa, grave y extendida en las condicio-
nes normales de funcionamiento de la población, en 
el respectivo territorio, que exige al municipio, distri-
to o departamento ejecutar acciones de respuesta a la 
emergencia, rehabilitación y reconstrucción. 

6. Cambio climático: Importante variación esta-
dística en el estado medio del clima o en su varia-
bilidad, que persiste durante un período prolongado 
(normalmente decenios o incluso más). El cambio 
climático se puede deber a procesos naturales inter-
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nos o a cambios del forzamiento externo, o bien a 
cambios persistentes antropogénicos en la composi-
ción de la atmósfera o en el uso de las tierras.

7. Conocimiento del riesgo: Es el proceso de la 

de escenarios de riesgo, el análisis y evaluación del 
riesgo, el monitoreo y seguimiento del riesgo y sus 
componentes y la comunicación para promover una 
mayor conciencia del mismo que alimenta los proce-
sos de reducción del riesgo y de manejo de desastre.

8. Desastre: Es el resultado que se desencadena 
de la manifestación de uno o varios eventos naturales 
o antropogénicos no intencionales que al encontrar 
condiciones propicias de vulnerabilidad en las per-
sonas, los bienes, la infraestructura, los medios de 
subsistencia, la prestación de servicios o los recursos 
ambientales, causa daños o pérdidas humanas, ma-
teriales, económicas o ambientales, generando una 
alteración intensa, grave y extendida en las condi-
ciones normales de funcionamiento de la sociedad, 
que exige del Estado y del sistema nacional ejecutar 
acciones de respuesta a la emergencia, rehabilitación 
y reconstrucción.

9. Emergencia: Situación caracterizada por la al-
teración o interrupción intensa y grave de las condi-
ciones normales de funcionamiento u operación de 
una comunidad, causada por un evento adverso o por 
la inminencia del mismo, que obliga a una reacción 
inmediata y que requiere la respuesta de las institu-
ciones del Estado, los medios de comunicación y de 
la comunidad en general.

la presencia de personas, medios de subsistencia, ser-
vicios ambientales y recursos económicos y sociales, 
bienes culturales e infraestructura que por su locali-
zación pueden ser afectados por la manifestación de 
una amenaza.

11. Gestión del riesgo: Es el proceso social de 
planeación, ejecución, seguimiento y evaluación de 
políticas y acciones permanentes para el conocimien-
to del riesgo y promoción de una mayor conciencia 
del mismo, impedir o evitar que se genere, reducirlo 
o controlarlo cuando ya existe y para prepararse y 
manejar las situaciones de desastre, así como para la 
posterior recuperación (rehabilitación y reconstruc-
ción). Estas acciones tienen el propósito explícito de 
contribuir a la seguridad, el bienestar y calidad de 
vida de las personas y al desarrollo sostenible.

12. Intervención: Corresponde al tratamiento del 

-

de reducir su vulnerabilidad.
13. Intervención correctiva: Proceso cuyo objeti-

vo es reducir el nivel de riesgo existente en la socie-
dad a través de acciones de mitigación, en el sentido 
de disminuir o reducir las condiciones de amenaza, 
cuando sea posible, y la vulnerabilidad de los ele-
mentos expuestos.

14. Intervención prospectiva: Proceso cuyo obje-
tivo es garantizar que no surjan nuevas situaciones 
de riesgo a través de acciones de prevención, impi-
diendo que los elementos expuestos sean vulnerables 

o que lleguen a estar expuestos ante posibles eventos 
peligrosos. Su objetivo último es evitar nuevo ries-
go y la necesidad de intervenciones correctivas en 
el futuro. La intervención prospectiva se realiza pri-

sostenible, el ordenamiento territorial, la regulación 
-

factibilidad y diseño adecuados, el control y segui-
miento y en general todos aquellos mecanismos que 
contribuyan de manera anticipada a la localización, 
construcción y funcionamiento seguro de la infraes-
tructura, los bienes y la población.

15. Manejo de desastres: Es el proceso de la ges-
tión del riesgo compuesto por la preparación para la 
respuesta a emergencias, la preparación para la re-
cuperación post desastre, la ejecución de dicha res-
puesta y la ejecución de la respectiva recuperación 
(rehabilitación y recuperación). 

16. Mitigación del riesgo: Medidas de interven-
ción prescriptiva o correctiva dirigidas a reducir o 
disminuir los daños y pérdidas que se puedan presen-
tar a través de reglamentos de seguridad y proyectos 
de inversión pública o privada cuyo objetivo es redu-
cir las condiciones de amenaza, cuando sea posible, y 
la vulnerabilidad existente.

17. Preparación: Es el conjunto de acciones prin-
cipalmente de coordinación, sistemas de alerta, ca-
pacitación, equipamiento, centros de reserva y alber-
gues y entrenamiento, con el propósito de optimizar 
la ejecución de los diferentes servicios básicos de 
respuesta, como accesibilidad y transporte, tele-
comunicaciones, evaluación de daños y análisis de 
necesidades, salud y saneamiento básico, búsqueda 
y rescate, extinción de incendios y manejo de mate-
riales peligrosos, albergues y alimentación, servicios 

-
ros y legales, información pública y el manejo gene-
ral de la respuesta, entre otros.

18. Prevención de riesgo: Medidas y acciones de 
intervención restrictiva o prospectiva dispuestas con 

Puede enfocarse a evitar o neutralizar la amenaza o 
la exposición y la vulnerabilidad ante la misma en 

riesgo. Los instrumentos esenciales de la prevención 
-

sión pública y el ordenamiento ambiental territorial, 
que tienen como objetivo reglamentar el uso y la ocu-
pación del suelo de forma segura y sostenible.

-
-

ferencia del riesgo que se establecen en forma ex ante 

económicos oportunos para la atención de emergen-
cias y la recuperación.

20. Recuperación: Son las acciones para el resta-
blecimiento de las condiciones normales de vida me-
diante la rehabilitación, reparación o reconstrucción 
del área afectada, los bienes y servicios interrumpi-
dos o deteriorados y el restablecimiento e impulso 
del desarrollo económico y social de la comunidad. 
La recuperación tiene como propósito central evitar 
la reproducción de las condiciones de riesgo preexis-
tentes en el área o sector afectado.
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21. Reducción del riesgo: Es el proceso de la ges-
tión del riesgo, está compuesto por la intervención 

riesgo existentes (mitigación del riesgo) y a evitar 
nuevo riesgo en el territorio (prevención del ries-
go). Son medidas de mitigación y prevención que se 
adoptan con antelación para reducir la amenaza, la 
exposición y disminuir la vulnerabilidad de las per-
sonas, los medios de subsistencia, los bienes, la in-
fraestructura y los recursos ambientales, para evitar o 
minimizar los daños y pérdidas en caso de producirse 
los eventos físicos peligrosos. La reducción del ries-
go la componen la intervención correctiva del riesgo 
existente, la intervención prospectiva de nuevo ries-

22. Reglamentación prescriptiva: Disposicio-
nes cuyo objetivo es determinar en forma explícita 
exigencias mínimas de seguridad en elementos que 
están o van a estar expuestos en áreas propensas a 

de riesgo aceptable en dichas áreas.
23. Reglamentación restrictiva: Disposiciones 

riesgo mediante la prohibición taxativa de la ocupa-
ción permanente de áreas expuestas y propensas a 

-
ción ambiental y territorial sostenible.

24. Respuesta: Ejecución de los servicios necesa-
rios para la atención de la emergencia como accesibi-
lidad y transporte, telecomunicaciones, evaluación de 
daños y análisis de necesidades, salud y saneamiento 
básico, búsqueda y rescate, extinción de incendios y 
manejo de materiales peligrosos, albergues y alimen-
tación, servicios públicos, seguridad y convivencia, 

y el manejo general de la respuesta, entre otro. La 
efectividad de la respuesta depende de la calidad de 
preparación.

25. Riesgo de desastres: Corresponde a los daños 
o pérdidas potenciales que pueden presentarse debi-
do a los eventos físicos peligrosos de origen natural, 
socio-natural, tecnológico, biosanitario o humano 

y que son determinados por la vulnerabilidad de los 
elementos expuestos; por consiguiente el riesgo de 
desastres se deriva de la combinación de la amenaza 
y la vulnerabilidad.

26. Seguridad territorial: La seguridad territorial 

dinámica de la naturaleza y la dinámica de las comu-
nidades en un territorio en particular. Este concepto 
incluye las nociones de seguridad alimentaria, segu-
ridad jurídica o institucional, seguridad económica, 
seguridad ecológica y seguridad social.

27. Vulnerabilidad: Susceptibilidad o fragilidad 
física, económica, social, ambiental o institucional 
que tiene una comunidad de ser afectada o de sufrir 
efectos adversos en caso de que un evento físico pe-
ligroso se presente. Corresponde a la predisposición 
a sufrir pérdidas o daños de los seres humanos y sus 
medios de subsistencia, así como de sus sistemas físi-
cos, sociales, económicos y de apoyo que pueden ser 
afectados por eventos físicos peligrosos. 

Artículo 5°. Sistema Nacional de Gestión del 
Riesgo de Desastres. El Sistema Nacional de Gestión 

del Riesgo de Desastres, en adelante, y para efectos 
de la presente ley, sistema nacional, es el conjunto de 
entidades públicas, privadas y comunitarias, de polí-
ticas, normas, procesos, recursos, planes, estrategias, 
instrumentos, mecanismos, así como la información 
atinente a la temática, que se aplica de manera orga-
nizada para garantizar la gestión del riesgo en el país.

Artículo 6°. Objetivos del sistema nacional. Son 
objetivos del Sistema Nacional los siguientes:

1. Objetivo general. Llevar a cabo el proceso so-
cial de la gestión del riesgo con el propósito de ofre-
cer protección a la población en el territorio colom-
biano, mejorar la seguridad, el bienestar y la calidad 
de vida y contribuir al desarrollo sostenible.

1. Desarrollar, mantener y garantizar el proceso 
de conocimiento del riesgo mediante acciones como:

-
rización para estudio con mayor detalle;

-
naza, exposición y vulnerabilidad) así como los fac-
tores subyacentes, sus orígenes, causas y transforma-
ción en el tiempo;

c) Análisis y evaluación del riesgo incluyendo la 
estimación y dimensionamiento de sus posibles con-
secuencias;

d) Monitoreo y seguimiento del riesgo y sus com-
ponentes;

e) Comunicación del riesgo a las entidades públi-
-

ción pública, percepción y toma de conciencia.
2. Desarrollar, mantener  el proceso de reducción 

del riesgo mediante acciones como:
a) Intervención prospectiva mediante acciones de 

prevención que eviten la generación de nuevas con-
diciones de riesgo;

b) Intervención correctiva mediante acciones de 
mitigación de las condiciones de riesgo existente;

retención y transferencia del riesgo.
3. Desarrollar, mantener y garantizar el proceso de 

manejo de desastres mediante acciones como:
a) Preparación para la respuesta frente a desastres 

mediante organización, sistemas de alerta, capacita-
ción, equipamiento y entrenamiento, entre otros;

b) Preparación para la recuperación (rehabilita-
ción y reconstrucción);

c) Respuesta frente a desastres con acciones diri-
gidas a atender la población afectada y restituir los 
servicios esenciales afectados;

d) Recuperación (rehabilitación y reconstrucción) 
de las condiciones socioeconómicas, ambientales y 
físicas, bajo criterios de seguridad y desarrollo sos-
tenible, evitando reproducir situaciones de riesgo y 
generando mejores condiciones de vida.

Artículo 7°. Principales componentes del sistema 
nacional. Los principales componentes del Sistema 
Nacional, que se describen en los siguientes capítu-
los, son:

1. La estructura organizacional.
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3. Los sistemas de información.

CAPÍTULO II
Estructura: organizaci n, direcci n y coordina-
ci n del Sistema Nacional de Gesti n del Riesgo 

de Desastres
Artículo 8°. Integrantes del Sistema Nacional. 

Son integrantes del Sistema Nacional:
1. Las entidades públicas. Por su misión y respon-

sabilidad en la gestión del desarrollo social, económi-
co y ambiental sostenible, en los ámbitos sectoriales, 
territoriales, institucionales y proyectos de inversión.

2. Entidades privadas con ánimo y sin ánimo de 
lucro. Por su intervención en el desarrollo a través de 
sus actividades económicas, sociales y ambientales.

3. La Comunidad. Por su intervención en el desa-
rrollo a través de sus actividades económicas, socia-
les, ambientales, culturales y participativas.

Artículo 9°. Instancias de Dirección del Sistema 
Nacional. Son instancias de Dirección del Sistema 
Nacional:

1. El Presidente de la República.
2. El Director de Gestión del Riesgo del Ministe-

rio del Interior y de Justicia.
3. El Gobernador en su respectiva jurisdicción.
4. El Alcalde distrital o municipal en su respectiva 

jurisdicción.
Artículo 10. El Presidente de la República con-

ductor del Sistema Nacional. Como jefe de gobierno 
y suprema autoridad administrativa, está investido de 
las competencias constitucionales y legales para con-
servar la seguridad, la tranquilidad y la salubridad en 
todo el territorio nacional.

Artículo 11. El Director de la Dirección de Ges-
tión del Riesgo. Será el agente del Presidente de la 
República en todos los asuntos relacionados con la 
materia.

Artículo 12. Los Gobernadores y Alcaldes. Son 
conductores del sistema nacional en su nivel territo-
rial y están investidos con las competencias necesa-
rias para conservar la seguridad, la tranquilidad y la 
salubridad en ámbito de jurisdicción.

Artículo 13. Los Gobernadores en el Sistema Na-
cional. Los gobernadores son agentes del Presidente 
de la República en materia de orden público y desa-
rrollo, lo cual incluye la gestión del riesgo de desas-
tres. En consecuencia, proyectan hacia las regiones la 
política del Gobierno Nacional y deben responder por 
la implementación de los procesos de conocimiento 
y reducción del riesgo y de manejo de desastres en el 
ámbito de su competencia territorial.

Parágrafo 1°. Los Gobernadores como jefes de 
la administración seccional respectiva tienen el de-
ber de poner en marcha y mantener la continuidad 
de los procesos de gestión del riesgo de desastres en 

del desarrollo departamental, acciones estratégicas y 
prioritarias en materia de gestión del riesgo, especial-
mente a través del plan de desarrollo departamental y 

-
sabilidad.

Parágrafo 2°. Los gobernadores y la administra-
ción departamental son la instancia de coordinación 
de los municipios que existen en su territorio. En 
consecuencia, están a cargo de las competencias de 
coordinación, concurrencia y subsidiariedad positiva 
respecto de los municipios de su departamento.

Artículo 14. Los Alcaldes en el Sistema Nacional. 
Los alcaldes como jefes de la administración local 
representan al sistema nacional en el distrito y el mu-
nicipio. El alcalde, como conductor del desarrollo 
local, es el responsable directo de la implementación 
de los procesos de gestión del riesgo en el distrito 
o municipio, incluyendo el conocimiento y la reduc-
ción del riesgo y el manejo de desastres en el área de 
su jurisdicción.

Parágrafo. Los alcaldes y la administración muni-

del desarrollo local, acciones estratégicas y priorita-
rias en materia de gestión del riesgo de desastres, es-
pecialmente, a través de los planes de ordenamiento 
territorial, de desarrollo municipal o distrital y demás 
instrumentos de gestión pública.

Artículo 15. Instancias de coordinación. El siste-
ma nacional cuenta con las siguientes instancias de 
coordinación, cuyo propósito es optimizar el desem-
peño de las diferentes entidades públicas, privadas y 
comunitarias en la ejecución de acciones de gestión 
del riesgo.

1. Consejo Nacional para la Gestión del Riesgo.
2. Dirección de Gestión del Riesgo.
3. Comité Nacional para el Conocimiento del 

Riesgo.
4. Comité Nacional para la Reducción del Riesgo.
5. Comité Nacional para el Manejo de Desastres.
6. Consejos departamentales, distritales y muni-

cipales para la gestión del riesgo.
Artículo 16. Consejo Nacional para la Gestión del 

Riesgo. Créase el Consejo Nacional para la Gestión 
del Riesgo, en adelante el Consejo Nacional, el cual 
será la instancia superior de coordinación encargada 

Este consejo se reunirá por lo menos dos veces al año 
en condiciones de normalidad y, tantas veces como 
sea necesario, durante las situaciones de desastre. El 
Consejo Nacional estará integrado por:

1. El Presidente de la República o su delegado, 
quien lo presidirá.

2. Los Ministros o sus delegados.
3. El Director General del Departamento Nacional 

de Planeación o su delegado.
4. El Director de la Dirección de Gestión del Ries-

go, que ejerce la Secretaría del Comité.
Parágrafo 1°. Los ministros únicamente podrán 

delegar su participación en los viceministros y, los 
directores de los departamentos administrativos, en 
sus subdirectores.

Parágrafo 2°. Cuando el Consejo Nacional para la 
Gestión del Riesgo sea convocado para tratar temas 
relacionados con la preparación, respuesta y rehabili-
tación frente a situaciones de desastre, harán parte del 
consejo el Director de la Defensa Civil Colombiana, 
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el Director Ejecutivo de la Cruz Roja Colombiana y 
un representante de la Junta Nacional de Bomberos.

Parágrafo 3°. El Consejo Nacional invitará, cuan-
do lo considere pertinente, a representantes de las 
universidades públicas y privadas, que tengan en sus 
programas posgrados en cualquiera de sus modalida-
des en manejo, administración y gestión del riesgo, 
debidamente aprobado por el Ministerio de Educa-
ción Nacional, empresas de los sectores productivos, 
agremiaciones, asociaciones profesionales, organis-
mos de asistencia humanitaria y organizaciones no 
gubernamentales.

Artículo 17. Funciones generales del Consejo 
Nacional. Son funciones del Consejo Nacional las 
siguientes:

1. Orientar y aprobar las políticas de gestión del 
riesgo y su articulación con los procesos de desa-
rrollo.

2. Aprobar el Plan Nacional de Gestión del 
Riesgo.

3. Aprobar la estrategia nacional de respuesta a 
emergencias.

4. Emitir concepto previo para la declaratoria de 
situación de desastre nacional y retorno a la norma-
lidad.

5. Asesorar al Presidente de la República en los 
temas y elementos necesarios para motivar la decla-
ratoria de estado de emergencia por grave calamidad 
pública de que trata el artículo 215 de la Constitución 
Nacional.

recuperación posterior a situaciones de desastre.
7. Establecer las directrices de planeación, actua-

ción y seguimiento de la gestión del riesgo.
8. Ejercer el seguimiento, evaluación y control del 

sistema nacional y los resultados de las políticas de 
gestión del riesgo.

Artículo 18. Dirección de Gestión del Riesgo. La 
Dirección de Gestión del Riesgo del Ministerio del 
Interior y de Justicia, en adelante Dirección de Ges-
tión del Riesgo o la entidad que haga sus veces, es la 
encargada de diseñar y coordinar la articulación entre 
los procesos de la gestión del riesgo, así como los de-
más componentes del sistema, y tendrá, entre otras, 
las siguientes funciones:

1. Garantizar la continuidad y efectividad de los 
procesos de conocimiento y reducción del riesgo y 
manejo de desastres en el orden nacional y su articu-
lación con los procesos de desarrollo.

2. Articular los niveles nacional y territorial del 
sistema nacional.

3. Articular los intervinientes privados, las orga-
nizaciones sociales y las organizaciones no guberna-
mentales en el sistema nacional.

4. Promover la articulación con otros sistemas 
administrativos, tales como el Sistema Nacional de 

-
tema Nacional de Ciencia, Tecnología en Innovación 
Tecnológica, el Sistema Nacional de Bomberos, el 
Sistema Nacional de Voluntariado, entre otros.

5. Diseñar los respectivos procesos de conoci-
miento del riesgo, de reducción del riesgo y de ma-

nejo de desastres, así como los procesos estratégicos, 
de apoyo y de evaluación necesarios para su imple-
mentación.

6. Orientar y apoyar a las entidades territoriales 
en su fortalecimiento organizacional para la gestión 
del riesgo.

7. Elaborar y hacer cumplir la normatividad inter-
na del sistema nacional (decretos, resoluciones, cir-
culares, conceptos y otras normas).

8. Administrar y mantener en funcionamiento el 
sistema de información para la gestión del riesgo de 
desastres.

Artículo 19. Comités Nacionales para la Gestión 
del Riesgo. Los Comités Nacionales para la Gestión 
del Riesgo son instancias de coordinación, asesoría, 
planeación y seguimiento destinadas a garantizar la 
efectividad y articulación de los procesos de conoci-
miento, de reducción del riesgo y de manejo de de-
sastres, bajo la dirección de la Dirección de Gestión 
del Riesgo.

Artículo 20. Comité Nacional para el Conoci-
miento del Riesgo. Créase el Comité Nacional para 
el Conocimiento del Riesgo como una instancia in-
terinstitucional del Sistema Nacional que coordina, 

del proceso de conocimiento del riesgo. Está integra-
do por:

1. El Director de la Dirección de Gestión del Ries-
go o su delegado, quien lo presidirá.

2. El Ministro de Hacienda y Crédito Público o su 
delegado.

3. El Ministro de Protección Social o su delegado.
4. El Ministro de Educación o su delegado.
5. El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sosteni-

ble o su delegado.
6. El Ministro de Vivienda, Ciudad y Territorio o 

su delegado.
7. El Ministro de las Tecnologías de la Informa-

ción y las Comunicaciones o su delegado.
8. El Ministro de Defensa Nacional o su delegado. 
9. El Director del Departamento Nacional de Pla-

neación (DNP) o su delegado.
10. El Director del Departamento Nacional de Es-

tadística (DANE) o su delegado.
11. El Director del Departamento Administrativo 

de Ciencia, Tecnología e Innovación (Colciencias) o 
su delegado

Codazzi (IGAC) o su delegado.
13. El Director del Instituto Colombiano de Geo-

logía y Minería (Ingeominas) o su delegado.
14. El Director del Instituto de Hidrología, Me-

teorología y Estudios Ambientales (Ideam) o su de-
legado.

15. El Director del Instituto de Investigaciones 
Marinas y Costeras (Invemar) o su delegado.

16. El Director de la Dirección General Marítima 
(Dimar) o su delegado.

17. El Director del Instituto de Investigaciones 



Página 14 Jueves, 3 de noviembre de 2011 GACETA DEL CONGRESO  821

18. El Director Ejecutivo del Consejo Colombia-
no de Seguridad.

19. Un Director delegado de las Corporaciones 
Autónomas Regionales.

20. Un Rector representante de las Universidades 
Públicas.

21. Un Rector representante de las Universidades 
Privadas.

22. Un Gobernador delegado por la Federación 
Nacional de Departamentos.

23. Un Alcalde delegado por la Federación Co-
lombiana de Municipios.

Parágrafo 1°. Para los funcionarios, los titulares 
podrán delegar su comparecencia en funcionarios del 
siguiente rango jerárquico, mediante acto administra-
tivo de delegación, para el sector privado, mediante 
comunicación escrita dirigida a la Secretaría del Co-
mité.

Parágrafo 2°. El comité podrá invitar a represen-
tantes de otras entidades públicas, privadas, univer-
sidades públicas y privadas, que tengan en sus pro-
gramas de maestrías o de doctorados en manejo, 
administración y gestión del riesgo, debidamente 
aprobado por el Ministerio de Educación Nacional o 
de organismos no gubernamentales, que serán convo-
cados a través de la Secretaría.

Parágrafo 3. La secretaría del comité la ejercerá la 
Dirección de Gestión del Riesgo.

Artículo 21. Funciones. Son funciones del Co-
mité Nacional para el Conocimiento del Riesgo las 
siguientes:

1. Promover y orientar la formulación de políticas 
que fortalezcan el proceso de conocimiento del ries-
go en el país.

-
narios de riesgo en sus diferentes factores (amenazas, 
vulnerabilidades, exposición de personas y bienes).

3. Orientar y promover la realización de análisis y 
la evaluación del riesgo.

4. Orientar y promover las acciones de monitoreo 
y seguimiento del riesgo y sus factores.

factores de riesgo de desastre (amenazas, vulnerabili-
dades, exposición de personas y bienes).

6. Asesorar el diseño del proceso de conocimiento 
del riesgo como componente del sistema nacional.

7. Propender por la articulación entre el proceso 
de conocimiento del riesgo con el proceso de reduc-
ción del riesgo y el de manejo de desastres.

8. Propender por la armonización y la articulación 
de las acciones de gestión ambiental, adaptación al 
cambio climático y gestión del riesgo.

9. Orientar y promover las acciones de comunica-
ción de la existencia, alcance y dimensión del riesgo 
al sistema nacional y la sociedad en general.

10. Orientar la articulación del Sistema Nacional 
de Gestión del Riesgo, el Sistema Nacional de Cien-
cia y Tecnología y el Sistema Nacional Ambiental.

11. Orientar la formulación, implementación, se-
guimiento y evaluación del Plan Nacional para la 
Gestión del Riesgo, con énfasis en los aspectos del 
conocimiento del riesgo.

12. Orientar la formulación, implementación, se-
guimiento y evaluación de la estrategia de respuesta 
a emergencias.

13. Orientar la formulación de los planes de ac-
-

tuación de desastre.
14. Fomentar y promover la apertura de líneas de 

investigación y formación sobre estas temáticas en 
las instituciones de educación superior.

15. Formular políticas y lineamientos para el ma-
nejo y transferencia de información y para el diseño y 
operación del Sistema Nacional de Información para 
la Gestión del Riesgo.

Artículo 22. Comité Nacional para la Reducción 
del Riesgo. Créase el Comité Nacional para la Reduc-
ción del Riesgo como una instancia interinstitucional 

la implementación permanente del proceso de reduc-
ción del riesgo de desastres. Está integrado por:

1. El Director de la Dirección de Gestión del Ries-
go o su delegado, quien lo preside.

2. El Ministro de Hacienda o su delegado.
3. El Ministro de Agricultura o su delegado.
4. El Ministro de la Protección Social o su dele-

gado.
5. El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sosteni-

ble o su delegado.
6. El Ministro de Vivienda, Ciudad y Territorio o 

su delegado.
7. El Ministro de Transporte o su delegado.
8. El Ministro de Defensa Nacional o su delegado.
9. El Director del Departamento Nacional de Pla-

neación o su delegado.
10. El Director Ejecutivo del Consejo Colombia-

no de Seguridad.
11. Un representante de la Superintendencia de In-

dustria y Comercio.
12. El Director Ejecutivo de la Asociación de Cor-

poraciones Autónomas Regionales y de Desarrollo 
Sostenible, Asocars.

13. El Presidente de la Federación Colombiana de 
Municipios o su delegado.

14. Un representante de la Federación de Asegura-
dores Colombianos, Fasecolda.

15. Un representante de las universidades públi-
cas que tengan en sus programas de especialización, 
maestría y doctorados en manejo, administración y 
gestión del riesgo, debidamente aprobado por el Mi-
nisterio de Educación Nacional.

16. Un representante de las universidades priva-
das que tengan en sus programas de especialización, 
maestría y doctorados en manejo, administración y 
gestión del riesgo, debidamente aprobado por el Mi-
nisterio de Educación Nacional.

Parágrafo 1°. Para los funcionarios, los titulares 
podrán delegar su comparecencia en funcionarios del 
siguiente rango jerárquico, mediante acto administra-
tivo de delegación, para el sector privado, mediante 
comunicación escrita dirigida a la Secretaría del Co-
mité.
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Parágrafo 2°. El comité podrá invitar a represen-
tantes de otras entidades públicas, privadas o de Or-
ganismos No Gubernamentales, que serán convoca-
dos a través de la Secretaría.

Parágrafo 3. La Secretaría del Comité ejercerá la 
Dirección de Gestión del Riesgo.

Artículo 23. Funciones. Son funciones del Comité 
Nacional para la Reducción del Riesgo las siguientes:

1. Promover y orientar la formulación de políticas 
que fortalezcan el proceso de reducción del riesgo en 
el país.

2. Orientar, promover y articular las políticas y ac-
ciones de gestión ambiental, ordenamiento territorial, 

climático que contribuyan a la reducción del riesgo 
de desastres.

3. Orientar y promover las acciones de interven-
ción correctiva en las condiciones existentes de vul-
nerabilidad y amenaza.

4. Orientar y promover la intervención prospecti-
va para evitar nuevas condiciones de riesgo.

5. Orientar, asesorar y promover el desarrollo de 
políticas de regulación técnica.

6. Orientar y promover la aplicación de mecanis-
-

dos de reserva, bonos CAT, entre otros).
7. Asesorar el diseño del proceso de reducción del 

riesgo como componente del sistema nacional.
8. Propender por la articulación entre el proceso 

de reducción del riesgo con el proceso de conoci-
miento del riesgo y el de manejo de destres.

9. Orientar la formulación, implementación, se-
guimiento y evaluación del Plan Nacional para la 
Gestión del Riesgo, en los aspectos de reducción del 
riesgo y preparación para la recuperación.

10. Orientar la formulación de los planes de ac-
-

tuación de desastre.
Artículo 24. Comité Nacional para el Manejo de 

Desastres. Créase el Comité Nacional para el Mane-
jo de Desastres como una instancia interinstitucional 

la implementación permanente del proceso de mane-
jo de desastres con las entidades del sistema nacional. 
Está integrado por:

1. El Director General de la Dirección de Gestión 
del Riesgo o su delegado, quien presidirá.

2. Los Ministros o sus delegados.
3. El Director del Departamento Nacional de Pla-

neación o su delegado.
4. El Comandante del Ejército Nacional o su de-

legado.
5. El Comandante de la Armada Nacional.
6. El Comandante de la Fuerza Aérea Colombiana 

o su delegado.
7. El Director General de la Policía Nacional o su 

delegado.
8. El Director General de la Defensa Civil o su 

delegado.
9. El Director de la Cruz Roja Nacional o su de-

legado.

10. Un representante de la Junta Nacional de 
Bomberos de Colombia.

11. Un representante del Centro de Información de 
Seguridad sobre Productos Químicos (Cisproquim).

Parágrafo 1°. Para los funcionarios, los titulares 
podrán delegar su comparecencia en funcionarios del 
siguiente rango jerárquico, mediante acto administra-
tivo de delegación, para el sector privado, mediante 
comunicación escrita dirigida a la Secretaría del Co-
mité.

Parágrafo 2°. El Comité podrá invitar a represen-
tantes de otras entidades públicas, privadas o de Or-
ganismos No Gubernamentales, que serán convoca-
dos a través de la Secretaría.

Parágrafo 3°. La Secretaría del Comité la ejercerá 
la Dirección de Gestión del Riesgo.

Artículo 25. Funciones. Son funciones del Comité 
Nacional para el Manejo de Desastres las siguientes:

1. Promover y orientar la formulación de políticas 
que fortalezcan el proceso de manejo de desastre.

2. Orientar y promover la preparación para la res-
puesta a emergencias mediante acciones de coordina-
ción, sistemas de alerta, capacitación, equipamiento, 
centros de reserva y albergues y entrenamiento, con 
el propósito de optimizar la ejecución de los diferen-
tes servicios de respuesta.

3. Asesorar la formulación de la estrategia nacio-
nal de respuesta a emergencias.

4. Asesorar la ejecución de la respuesta a situacio-
nes de desastre con el propósito de optimizar la aten-
ción a la población, los bienes, ecosistemas e infra-
estructura y la restitución de los servicios esenciales.

5. Orientar y promover la preparación para la re-
cuperación (rehabilitación y reconstrucción).

6. Asesorar la puesta en marcha de la rehabilita-
ción y reconstrucción de las condiciones socioeconó-
micas, ambientales y físicas, bajo criterios de seguri-
dad y desarrollo sostenible.

7. Coordinar con el comité de reducción del riesgo 
de manera que la reconstrucción no reproduzca las 
condiciones de vulnerabilidad.

8. Asesorar el diseño del proceso de manejo de 
desastres como componente del sistema nacional.

9. Propender por la articulación entre el proceso 
de manejo de desastre con el proceso de conocimien-
to del riesgo y el de reducción del riesgo.

10. Orientar la formulación, implementación, 
seguimiento y evaluación del Plan Nacional para la 
Gestión del Riesgo, con énfasis en los aspectos de 
preparación para la respuesta y recuperación.

Artículo 26. Comisiones Técnicas Asesoras de 
los Comités. Los comités nacionales podrán esta-
blecer comisiones técnicas asesoras permanentes o 
transitorias, integradas por profesionales que cuen-
ten con pregrado o con posgrado académico en ma-
nejo, administración y gestión del riesgo, aprobado 
debidamente por el Ministerio de Educación Nacio-
nal, para el desarrollo, estudio, investigación, aseso-

en materia de conocimiento y reducción del riesgo 
y manejo de desastres, así como de escenarios de 



Página 16 Jueves, 3 de noviembre de 2011 GACETA DEL CONGRESO  821

Artículo 27. Instancias de coordinación territo-
rial. Créanse los Consejos Departamentales, Distrita-
les y Municipales de Gestión del Riesgo de Desastre, 
como instancias de coordinación, asesoría, planea-
ción y seguimiento, destinados a garantizar la efecti-
vidad y articulación de los procesos de conocimiento 
del riesgo, de reducción del riesgo y de manejo de 
desastres en la entidad territorial correspondiente.

Artículo 28. Dirección y composición. Los Con-
sejos Territoriales están dirigidos por gobernador o 
alcalde de la respectiva jurisdicción e incorporarán a 
los funcionarios de la gobernación o alcaldía y de las 
entidades descentralizadas del orden departamental, 
distrital o municipal y representantes del sector pri-
vado y comunitario. Los consejos territoriales están 
conformados por:

1. El Gobernador o Alcalde o su delegado, quien 
lo preside.

2. Los Secretarios de Despacho.
3. El Director de la dependencia o entidad de ges-

tión del riesgo.
4. Los Directores de las entidades descentrali-

zadas.
5. Los Directores de las entidades de servicios pú-

blicos o sus delegados.
6. Un representante de cada una de las Corpora-

ciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Soste-
nible dentro la respectiva jurisdicción territorial.

7. El Director o quien haga sus veces de la De-
fensa Civil Colombiana dentro de la respectiva juris-
dicción.

8. El Director o quien haga sus veces de la Cruz 
Roja Colombiana dentro de la respectiva jurisdicción.

9. El Delegado departamental de bomberos o el 
Comandante del respectivo cuerpo de bomberos del 
municipio.

10. Suprimido.
11. Un representante de las Juntas de Acción Co-

munal.
Parágrafo 1°. El gobernador, el alcalde, los secre-

tarios de despacho, directores de entidades descentra-
lizadas y de servicios públicos, sólo podrán delegar 
su participación en el funcionario que les sigue en 
jerarquía dentro de la respectiva entidad, con capaci-
dad de representarla y de asumir compromisos en la 
toma de decisiones.

Parágrafo 2°. Los Consejos Territoriales podrán 
invitar a sus sesiones a técnicos, expertos, profe-
sionales, representantes de gremios o universidades 
para tratar temas relevantes a la gestión del riesgo. 
Así mismo, podrán convocar a representantes o de-
legados de otras organizaciones o a personalidades 
de reconocido prestigio y de relevancia social en su 
respectiva comunidad para lograr una mayor integra-
ción y respaldo comunitario en el conocimiento y las 
decisiones de los asuntos de su competencia.

Artículo 29. Funcionamiento de los Consejos 
Territoriales. Los Consejos Territoriales tendrán un 
coordinador designado por el gobernador o alcalde, 
cuyo nivel jerárquico deberá ser igual o superior a 

de los procesos de la gestión del riesgo.

Parágrafo 1°. En los departamentos, distritos y mu-
nicipios con población superior a 250.000 habitantes, 
podrá existir una dependencia o entidad de gestión 
del riesgo, siempre que su sostenimiento esté enmar-
cado dentro de las disposiciones de los artículos 3°, 
6° y 75 de la Ley 617 de 2000. Si dicha dependencia 
o entidad existiere o fuere creada, su director tendrá 

asesora y su objetivo será el de facilitar la labor del 
alcalde como responsable y principal ejecutor de los 
procesos de la gestión del riesgo en el municipio, co-
ordinar el desempeño del consejo territorial respec-
tivo, y coordinar la continuidad de los procesos de 
la gestión del riesgo, en cumplimiento de la política 
nacional de gestión del riesgo y de forma articulada 

territorial municipal.
Parágrafo 2°. Comités y Comisiones Técnicas. Los 

Consejos Territoriales podrán establecer comités para 
la coordinación de los procesos de conocimiento del 
riesgo, reducción del riesgo y de manejo de destres, 
siguiendo la misma orientación del nivel nacional. 
Igualmente, podrán crear comisiones técnicas ase-
soras permanentes o transitorias para el desarrollo, 
estudio, investigación, asesoría, seguimiento y eva-

-
miento y reducción del riesgo y manejo de desastres, 

Artículo 30. Asociación de Consejos. Los Con-
sejos Territoriales deben aunar esfuerzos de manera 
permanente o transitoria para coordinar y mantener 
los procesos de gestión del riesgo en áreas que reba-
san los límites territoriales de sus respectivas circuns-
cripciones o para afrontar desastres en territorios que 
cubren parte de las jurisdicciones asociadas o que se 

-
tarán orientadas por el principio de concurrencia y 

Parágrafo 1°. Las áreas metropolitanas y las aso-
ciaciones de municipios deberán adoptar los procesos 
de la gestión del riesgo en el marco de su desempeño 

y ordenamiento territorial, de conformidad con sus 
competencias.

Parágrafo 2°. Los Consejos Departamentales de-
ben promover, asesorar y hacer seguimiento al des-
empeño de las asociaciones de Consejos Territoriales 
del orden municipal en su respectiva jurisdicción.

Artículo 31. Las Corporaciones Autónomas Re-
gionales en el Sistema Nacional. Las Corporaciones 
Autónomas Regionales o de Desarrollo Sostenible, 
que para efecto de la presente ley se denominarán 
las Corporaciones Autónomas Regionales, como in-
tegrantes del sistema nacional de gestión del riesgo, 
además de las funciones establecidas por la Ley 99 
de 1993 y la Ley 388 de 1997 o las leyes que las mo-

territoriales en materia de conocimiento y reducción 
del riesgo, a través de su integración en los planes de 
ordenamiento de cuencas, de gestión ambiental, de 
ordenamiento territorial y de desarrollo, así como en 
aspectos de gestión ambiental que sean requeridos en 
situaciones de desastre.
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Parágrafo 1°. El papel de las Corporaciones Autó-
nomas Regionales es subsidiario respecto a la labor 
de alcaldías y gobernaciones, y estará enfocado al 
apoyo de las labores de gestión del riesgo que corres-
ponden a la sostenibilidad ambiental del territorio y, 
por tanto, no eximen a los alcaldes y gobernadores de 
su responsabilidad primaria en la implementación de 
los procesos de gestión del riesgo de desastres.

Parágrafo 2°. Las Corporaciones Autónomas Re-
gionales deberán propender por la articulación de 
las acciones de adaptación al cambio climático y la 
de gestión del riesgo de desastres en su territorio, en 
virtud de que ambos procesos contribuyen explícita-
mente a mejorar la gestión ambiental territorial sos-
tenible.

Parágrafo 3°. Las Corporaciones Autónomas Re-
gionales como integrantes de los consejos territoriales 
de gestión del riesgo, en desarrollo de los principios 
de solidaridad, coordinación, concurrencia y subsi-
diariedad positiva, deben apoyar a las entidades terri-
toriales que existan en sus respectivas jurisdicciones 
en la implementación de los procesos de gestión del 
riesgo de acuerdo con el ámbito de su competencia.

CAPÍTULO III
Instrumentos de plani caci n

Artículo 32. Planes de Gestión del Riesgo. Los 
tres niveles de gobierno formularán e implementarán 
planes de gestión del riesgo para priorizar, programar 
y ejecutar acciones por parte de las entidades del sis-
tema nacional, en el marco de los procesos de cono-
cimiento del riesgo, reducción del riesgo y de manejo 

y del desarrollo, así como para realizar su seguimien-
to y evaluación.

Artículo 33. Plan Nacional de Gestión del Riesgo 
de Desastres -
vos, programas, acciones, responsables y presupues-
tos, mediante las cuales se ejecutan los procesos de 
conocimiento del riesgo, reducción del riesgo y de 

del desarrollo nacional.
Parágrafo. El Plan Nacional de Gestión del Ries-

-
ción y análisis del riesgo, el monitoreo de los factores 
de riesgo, la comunicación del riesgo, la reducción 
de los factores de riesgo mediante la intervención 

preparación para la respuesta a emergencias, la prepa-
ración para la recuperación (rehabilitación y recons-
trucción), sistemas de información, consolidación 

la Infraestructura Colombiana de Datos Espaciales, 
ICDE, y el fortalecimiento institucional, entre otros.

Artículo 34. Elaboración y evaluación del plan. 
La Dirección de Gestión del Riesgo, es la instancia 
encargada de elaborar el Plan Nacional de Gestión 
del Riesgo con los insumos provenientes de los tres 
Comités Nacionales de Gestión del Riesgo y de los 
Consejos Territoriales.

La Dirección presentará el Plan al Consejo Nacio-
nal para su aprobación, así como las actualizaciones 
del mismo. La decisión aprobatoria deberá contar 

con la mayoría absoluta de los asistentes al Consejo 
Nacional, incluido el voto del Presidente de la Repú-
blica o su delegado.

El Plan Nacional y sus actualizaciones serán 
adoptados mediante decreto expedido por el Pre-
sidente de la República. El Gobierno Nacional re-
glamentará el procedimiento de expedición y actua-
lización del Plan Nacional de Gestión del Riesgo 
y es de obligatorio cumplimiento por parte de las 
entidades responsables.

Parágrafo. El seguimiento y evaluación del Plan 
está a cargo de la Dirección de Gestión del Riesgo 
con los insumos provenientes de los tres comités na-
cionales de gestión del riesgo y de los Consejos Te-
rritoriales.

Artículo 35. Estrategia nacional para la res-
puesta a emergencias. La estrategia nacional para la 
respuesta a emergencias, es el instrumento que de-

-
nal de gestión del riesgo para la reacción y atención 

aspectos que deben activarse por las entidades en 
forma individual y colectiva con el propósito de eje-
cutar la respuesta a emergencias de manera oportu-
na y efectiva.

Parágrafo. La estrategia nacional para la respuesta 
a emergencias, como una acción de preparación para 
la respuesta que busca la efectividad de la actuación 
interinstitucional, en los tres niveles de gobierno, 
se centrará principalmente en la optimización de la 
prestación de servicios básicos durante la respuesta 
como accesibilidad y transporte, comunicaciones, 
evaluación de daños y análisis de necesidades, salud 
y saneamiento básico, búsqueda y rescate, extinción 
de incendios y manejo de materiales peligrosos, al-
bergues y alimentación, servicios públicos, seguridad 

-

alerta, entre otros.
Artículo 36. Elaboración de la estrategia nacio-

nal para la respuesta a emergencias. La Dirección 
de Gestión del Riesgo, es la instancia encargada de 
elaborar la estrategia nacional para la respuesta a 
emergencias con los insumos provenientes de los tres 
Comités Nacionales de Gestión del Riesgo y de los 
Consejos Territoriales.

La Dirección presentará el Plan al Consejo Na-
cional de Gestión del Riesgo para su aprobación, 
así como las actualizaciones del mismo. La decisión 
aprobatoria deberá con la mitad más uno de los asis-

-
vo del Presidente de la República o su delegado.

La estrategia nacional y sus actualizaciones será 
adoptada mediante decreto expedido por el Presiden-
te de la República. El Gobierno Nacional reglamen-
tará el procedimiento de expedición y actualización 
del Plan Nacional de Gestión del Riesgo.

Artículo 37. Planes Departamentales, Distritales 
y Municipales de Gestión del Riesgo y Estrategias de 
Respuesta. Las autoridades departamentales, distrita-
les y municipales formularán y concertarán con sus 
respectivos consejos de gestión del riesgo, un plan de 
gestión del riesgo de desastres y una estrategia para 
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la respuesta a emergencias de su respectiva jurisdic-
ción, en armonía con el Plan de Gestión del Riesgo y 
la estrategia de respuesta nacionales. El Plan y la es-
trategia, y sus actualizaciones, serán adoptados me-
diante decreto expedido por el gobernador o alcalde, 
según el caso.

Parágrafo 1°. Los planes de gestión del riesgo y 
estrategias de respuesta departamentales, distritales y 
municipales, deberán considerar las acciones especí-

gestión del riesgo de desastres. En los casos en que la 
unidad territorial cuente con planes similares, estos 
deberán ser revisados y actualizados en cumplimien-
to de la presente ley.

Parágrafo 2°. Los programas y proyectos de estos 
planes se integrarán en los planes de ordenamiento 
territorial, de manejo de cuencas y de desarrollo de-
partamental, distrital o municipal y demás herramien-

Artículo 38. Incorporación de la gestión del ries-
go en la inversión pública. Todos los proyectos de 
inversión pública que tengan incidencia en el territo-
rio, bien sea a nivel nacional, departamental, distrital 
o municipal, deben incorporar apropiadamente un 
análisis de riesgo de desastres cuyo nivel de detalle 

-
raleza del proyecto en cuestión. Este análisis deberá 
ser considerado desde las etapas primeras de formu-
lación, a efectos de prevenir la generación de futuras 
condiciones de riesgo asociadas con la instalación y 
operación de proyectos de inversión pública en el te-
rritorio nacional.

Parágrafo. Todas las entidades públicas y privadas 
-

ción de planes, programas y proyectos de desarrollo 
regional y urbano, incluirán en los contratos respec-
tivos la obligación de incorporar el componente de 
reducción del riesgo.

Artículo 39. Integración de la gestión del riesgo 
. Los 

planes de ordenamiento territorial, de manejo de 
-

rrollo en los diferentes niveles de gobierno, deberán 
integrar el análisis del riesgo en el diagnóstico bio-
físico, económico y socioambiental y, considerar, el 
riesgo de desastres, como un condicionante para el 
uso y la ocupación del territorio, procurando de esta 

de riesgo.
Parágrafo. Las entidades territoriales deberán re-

visar y ajustar los planes de ordenamiento territorial 
y de desarrollo municipal y departamental que, es-
tando vigentes, no hayan incluido en su proceso de 
formulación de la gestión del riesgo.

Artículo 40. Incorporación de la gestión del ries-
 Los distritos, áreas metro-

politanas y municipios deberán incorporar en sus 
respectivos planes de desarrollo y de ordenamiento 
territorial las consideraciones sobre desarrollo seguro 
y sostenible derivadas de la gestión del riesgo y, por 
consiguiente, los programas y proyectos prioritarios 

la presente ley.

En particular, incluirán las previsiones de la Ley 
9ª de 1989 y de la Ley 388 de 1997, tales como los 
mecanismos para el inventario, señalamiento y de-
limitación de la zonas de riesgo; el tratamiento de 
las áreas bajo amenaza derivada de fenómenos na-
turales, socionaturales o antropogénicas, incluidos 
los mecanismos de reubicación de asentamientos; la 
transformación del uso asignado a tales zonas para 
evitar reasentamientos en alto riesgo; la constitución 
de reservas de tierras para hacer posible tales reasen-
tamientos y la utilización de los instrumentos jurídi-
cos de adquisición y expropiación de inmuebles que 
sean necesarios para reubicación de poblaciones en 
alto riesgo, entre otros.

Artículo 41. -
ción del desarrollo
nacionales, regionales, departamentales, distritales y 
municipales, seguirán las orientaciones y directrices 
señalados en el Plan Nacional de Gestión del Riesgo 
y contemplarán las disposiciones y recomendaciones 

-
vo a la incorporación efectiva del riesgo de desastre 
como un determinante ambiental que debe ser consi-
derado en los planes de desarrollo y de ordenamiento 
territorial, de tal forma que se aseguren las asignacio-
nes y apropiaciones de fondos que sean indispensa-
bles para la ejecución de los programas y proyectos 
prioritarios de gestión del riesgo de desastres en cada 
unidad territorial.

Artículo 42. -
nes de contingencia. Todas las entidades públicas 
o privadas encargadas de la prestación de servicios 
públicos, que ejecuten obras civiles mayores o que 
desarrollen actividades industriales o de otro tipo que 

-
ción de Gestión del Riesgo, deberán realizar un aná-

efectos de eventos naturales sobre la infraestructura 
expuesta y aquellos que se deriven de los daños de 

se deriven de su operación. Con base en este análisis 
diseñará e implementarán las medidas de reducción 
del riesgo y planes de emergencia y contingencia que 
serán de su obligatorio cumplimiento.

Artículo 43. La cooperación internacional en 
la gestión del riesgo. La cooperación internacional 
en materia de gestión del riesgo de desastres, inclu-
yendo el apoyo en situaciones de desastre que sean 
explícitamente requeridas por el Gobierno Nacional 
deberán ejercerse teniendo como objetivo central el 
fortalecimiento del sistema nacional y de las entida-
des públicas, privadas y comunitarias que lo integran. 
La ayuda humanitaria deberá proveerse teniendo en 
cuenta los principios de calidad, oportunidad, perti-

instituciones que se encargan de prestarla.
Artículo 44. El control en la gestión del riesgo 

de desastres. El Estado a través de sus órganos de 
control ejercerá procesos de monitoreo, evaluación y 
control en la gestión de riego de desastre, empleando 

la sociedad a través de los mecanismos de veeduría 
ciudadana.
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Parágrafo. Todas las entidades públicas, privadas 
o comunitarias velarán por la correcta implementa-
ción de la gestión del riesgo de desastres en el ámbi-
to de sus competencias sectoriales y territoriales en 
cumplimiento de sus propios mandatos y normas que 
los rigen.

CAPÍTULO IV
Sistemas de Informaci n

Artículo 45. Sistema Nacional de Información para 
la Gestión del Riesgo de Desastres. La Dirección de 
Gestión del Riesgo, en el marco de las políticas, están-

-
lombiana de datos espaciales, deberá poner en marcha, 
coordinar y dirigir un Sistema Nacional de Informa-
ción para la Gestión del Riesgo de Desastres, el cual 
debe mantenerse actualizado y funcional, mediante la 
integración de contenidos de las entidades nacionales 
y territoriales, con el propósito de fomentar la gene-
ración y el uso de la información sobre el riesgo de 
desastres y su reducción y la respuesta a emergencias 
en el territorio nacional y ofrecer el apoyo de informa-
ción que demandan los gestores del riesgo en todos 
los niveles de gobierno. El Sistema Nacional de In-
formación para la Gestión del Riesgo de Desastres, en 
general, deberá permitir:

1. Acceder a la información relacionada con la 
gestión del riesgo de desastres del país.

2. Adaptar, adoptar y promover estándares, pro-
tocolos, soluciones tecnológicas y procesos para el 
manejo de la información para la gestión del riesgo 
de desastres a nivel nacional, departamental, distrital 
y municipal.

3. Contribuir a la construcción, distribución y 
apropiación del conocimiento sobre el riesgo de de-
sastres en el país.

4. Contribuir a la generación de los elementos de 
información e interacción para el seguimiento de las 
amenazas, vulnerabilidades y riesgos del país.

5. Contribuir a la divulgación de información re-
lacionada con el conocimiento del riesgo, la preven-
ción, la preparación, la respuesta y la recuperación 
en los ámbitos, nacional, departamental, distrital y 
municipal.

6. Responder a las necesidades de información so-
bre las estadísticas de afectación y de apoyos brinda-
dos por el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de 
Desastres en las situaciones de emergencia.

7. Articular los sistemas de información de las 
entidades nacionales, departamentales, distritales y 
municipales.

8. Privilegiar el trabajo conjunto para producir, 

para soportar el desarrollo del país.
Parágrafo. La información relacionada con la ges-

tión del riesgo que las entidades públicas desarrollan, 
procesan, almacenan y comunican, deberá estar dis-
ponible para su uso por parte del Sistema Nacional de 
Información para la Gestión del Riesgo en las condi-

-
toras y usuarias de la información deben garantizar 
la observancia de las limitaciones de acceso y uso 
referidas al derecho de hábeas data, privacidad, re-
serva estadística, los asuntos de defensa y seguridad 

nacional y, en general, todos aquellos temas a los que 
la ley les haya otorgado el carácter de reserva.

Artículo 46. Sistemas de información en los nive-
les regionales, departamentales, distritales y muni-
cipales. Las autoridades departamentales, distritales 
y municipales podrán crear sistemas de información 
para la gestión del riesgo de desastres en el ámbito 
de su jurisdicción en armonía con el sistema nacio-
nal, garantizando la interoperabilidad con el sistema 
nacional y la observación de estándares establecidos 
por la dirección de gestión del riesgo.

CAPÍTULO V
Mecanismos de nanciaci n para la gesti n  

del riesgo de desastres
Artículo 47. Fondo Nacional de Gestión de Ries-

go de Desastres. El Fondo Nacional de Calamidades 
se denominará en adelante Fondo Nacional de Ges-
tión del Riesgo de Desastres, es una cuenta especial 

-
ria y por la junta directiva creada para esos efectos. El 
Fondo Nacional de Gestión del Riesgo, tendrá auto-

Sus objetivos generales son la negociación, obten-
ción, recaudo, administración, inversión, gestión de 

-
mentación y continuidad de la política de gestión del 
riesgo de desastres que incluya los procesos de co-
nocimiento y reducción del riesgo de desastres y de 
manejo de desastres. Estos objetivos se consideran de 
interés público.

Parágrafo 1°. El Fondo Nacional podrá recibir, ad-
ministrar e invertir recursos de origen estatal y/o con-
tribuciones y aportes efectuados a cualquier título por 
instituciones públicas y/o privadas del orden nacional 
e internacional. Tales recursos deberán invertirse en 
la adopción de medidas de conocimiento y reducción 
del riesgo de desastre, preparación, respuesta, reha-
bilitación y reconstrucción, a través de mecanismos 

en los procesos y a la población afectada por la ocu-
rrencia de desastres. El Fondo podrá crear subcuentas 
para los diferentes procesos de la gestión del riesgo.

Parágrafo 2°. El Fondo Nacional desarrollará sus 
funciones y operaciones de manera subsidiaria o 
complementaria, bajo esquemas interinstitucionales 

Artículo 48. Administración y representación. 
El Fondo Nacional de Gestión de Riesgo de Desas-
tre será administrado y representado por la sociedad 

-
mientos e instrucciones de la Junta Directiva del Fon-
do Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres.

Parágrafo 1°. La ordenación del gasto del Fondo 
Nacional de Gestión del Riesgo y sus subcuentas, es-
tará a cargo del Director de la Dirección de Gestión 
del Riesgo de Desastre.

Parágrafo 2°. La sociedad administradora a cargo 
del Fondo Nacional percibe a título de comisión por 
la gestión que cumple, la retribución que señale la 
Superintendencia Financiera de Colombia.

Artículo 49. Patrimonio autónomo. Los bienes y 
derechos de la Nación que hacen parte del Fondo Na-
cional constituyen un patrimonio autónomo con des-
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generales, señalados en el artículo 47 de la presente 
ley. La Sociedad Fiduciaria administrará los bienes y 
derechos del Fondo de manera independiente de los 
bienes de la Sociedad Fiduciaria y de los bienes y 

administre.
Artículo 50. Recursos. Los recursos del Fondo 

Nacional de Gestión del Riesgo por Desastre estarán 
sujetos a las apropiaciones que para el efecto se asig-
nen en el presupuesto general de la Nación y estén 
contenidos en el Marco de Gastos de Mediano Pla-
zo, MGMP. La junta directiva establecerá la distri-
bución de estos recursos en las diferentes subcuentas 
de acuerdo con las prioridades que se determinen en 
cada uno de los procesos de la gestión del riesgo.

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional a través del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, procura-
rá en todo momento que el Fondo Nacional cuente 

apoyo a las entidades nacionales y territoriales en sus 
esfuerzos de conocimiento del riesgo, prevención, 
mitigación, respuesta y recuperación (rehabilitación 

-
ponibilidad inmediata para hacer frente a situaciones 
de desastre.

Parágrafo 2°. Los recursos del Fondo Nacional 
se orientarán, asignarán y ejecutarán con base en las 
directrices que establezca el Plan Nacional de Ges-
tión del Riesgo de Desastres, y con las previsiones 
especiales que contemplen los planes de acción es-

-
cuperación.

Parágrafo 3°. Los contratos que celebre la socie-

derechos e intereses del Fondo se someterán al régi-
men aplicable a las Empresas Industriales y Comer-
ciales del Estado.

Artículo 51. -
miento de la gestión del riesgo. Créanse las siguien-
tes subcuentas del Fondo Nacional:

1. Subcuenta de Conocimiento del Riesgo. Los 
recursos de esta subcuenta serán destinados a apoyar 

riesgo de desastres en áreas o sectores estratégicos y 
prioritarios para el país.

2. Subcuenta de Reducci n del Riesgo. Los re-
cursos de esta subcuenta serán destinados a apoyar el 

-
ción del riesgo a nivel nacional y territorial, priorita-
rios para el país.

3. Subcuenta de Manejo de Desastres. Los re-
cursos de esta subcuenta serán destinados a apoyar 

a emergencias y de preparación para la recuperación 
a nivel nacional y territorial, así como para brindar 
apoyo económico en la ejecución de la respuesta a 
emergencias cubriendo las siguientes fases: a) el pe-
ríodo de inminencia de desastre, y b) el período de la 
emergencia que incluye la atención de los afectados 
y la ejecución de los diferentes servicios básicos de 
respuesta.

4. Subcuenta de Recuperaci n. Los recursos de 
-

miento de la rehabilitación y reconstrucción posde-
sastre de las condiciones socioeconómicas, ambien-
tales y físicas bajo criterios de seguridad y desarrollo 
sostenible.

5. Subcuenta para la Protecci n Financiera. 
Los recursos de esta subcuenta serán destinados a 

A través de esta subcuenta, el Ministerio de Hacien-
da y Crédito Público gestionará, adquirirá o celebrará 
los instrumentos o contratos con entidades naciona-

-
ra frente al riesgo de desastres.

Parágrafo. La Junta Directiva del Fondo Nacio-
nal podrá realizar los traslados de recursos entre sub-
cuentas de acuerdo con la reglamentación que expida 
el Gobierno Nacional, para esos efectos, con excep-

Artículo 52. Junta Directiva del Fondo Nacional. 
La Junta Directiva del Fondo Nacional de Calamida-
des, en adelante Junta Directiva del Fondo Nacional 
de Gestión del Riesgo de Desastres, estará integrada 
por:

1. Un representante del Presidente de la Repúbli-
ca, quien la presidirá.

2. El Ministro del Interior o su delegado.
3. El Ministro de Hacienda y Crédito Público o su 

delegado.
4. El Ministro de Defensa o su delegado
5. El Director de la Dirección de Gestión del Ries-

go, quien ejercerá la Secretaría Técnica.
6. El Director del Departamento Administrativo 

de la Presidencia de la República o su delegado.
7. El Director del Departamento Nacional de Pla-

neación o su delegado.
8. El Superintendente Financiero o su delegado.
9. El Gerente General del Banco de la República 

o su delegado.
10. Dos (2) miembros del sector privado designa-

dos por el Presidente de la República.
Parágrafo 1°. Los Ministros que integran la Junta 

Directiva únicamente podrán delegar su participación 
en los Viceministros y los Directores de Departamen-
tos Administrativos en Subdirectores.

Parágrafo 2°. A las sesiones de la Junta Directiva 
asistirá con voz pero sin voto el representante legal 
de la Sociedad Fiduciaria Administradora del Fondo 
Nacional o su delegado.

Parágrafo 3°. Podrán asistir a las sesiones de la 
Junta Directiva otras entidades públicas o privadas en 
calidad de invitados cuando a juicio de su Presidente, 
puedan aportar elementos sobre las materias a tratar 
y decidir por la Junta.

Artículo 53. Apropiaciones presupuestales para 
la gestión del riesgo de desastres. Las entidades del 
orden nacional, regional departamental, distrital y 
municipal que hacen parte del sistema nacional, in-
cluirán en sus presupuestos anuales las partidas pre-
supuestales que sean necesarias para la realización de 
las tareas que le competen en materia de conocimien-
to y reducción de riesgos y de manejo de desastres.

Artículo 54. Fondos Territoriales. Las adminis-
traciones departamentales, distritales y municipales 
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podrán constituir sus propios fondos de gestión del 
riesgo bajo el esquema del Fondo Nacional, como 

-
ra, con el propósito de invertir, destinar y ejecutar sus 
recursos en la adopción de medidas de conocimiento 
y reducción del riesgo de desastre, preparación, res-
puesta, rehabilitación y reconstrucción. Podrá esta-

-
tidades involucradas en los procesos y a la población 
afectada por la ocurrencia de desastres o calamidad. 
El fondo podrá crear subcuentas para los diferentes 
procesos de la gestión del riesgo.

CAPÍTULO VI
Declaratoria de desastre, calamidad pública  

y normalidad
Artículo 55. Desastre. Para los efectos de la pre-

sente ley, se entiende por desastre el resultado que 
se desencadena de la manifestación de uno o varios 
eventos naturales o antropogénicos no intencionales 
que al encontrar condiciones propicias de vulnerabi-
lidad en las personas, los bienes, la infraestructura, 
los medios de subsistencia, la prestación de servicios 
o los recursos ambientales, causa daños o pérdidas 
humanas, materiales, económicas o ambientales, ge-
nerando una alteración intensa, grave y extendida en 
las condiciones normales de funcionamiento de la 
sociedad, que exige al Estado y al sistema nacional 
ejecutar acciones de respuesta y rehabilitación y re-
construcción. 

Artículo 56. Declaratoria de situación de desas-
tre. Previa recomendación del Consejo nacional, el 
Presidente de la República declarará mediante de-
creto la existencia de una situación de desastre y, 

efectos como de carácter nacional, regional, depar-
tamental, distrital o municipal, y pondrá en vigor las 
normas pertinentes propias del régimen especial para 
situaciones de desastre. 

1. Nacional. Existirá una situación de desastre na-
cional: 

a) Cuando la materialización del riesgo afecte 
de manera desfavorable y grave los bienes jurídicos 
protegidos de las personas, de la colectividad nacio-
nal y de las instituciones de la Administración Públi-
ca Nacional, en todo el territorio nacional o en parte 
considerable del mismo;

b) Cuando se hayan producido efectos adversos 
en uno (1) o más departamentos y su impacto rebase 
la capacidad técnica y los recursos de las administra-
ciones departamentales y municipales involucradas;

c) Cuando la emergencia tenga la capacidad de 
impactar de manera desfavorable y grave la econo-
mía nacional, las redes de servicios nacionales en su 

Distrito Capital y otros centros urbanos de importan-
cia regional en la red de ciudades.

2. Departamental. Existirá una situación de de-
sastre departamental cuando la materialización del 
riesgo afecte de manera desfavorable y grave los bie-
nes jurídicos protegidos de los habitantes de un (1) 
departamento y de la administración pública depar-
tamental. El desastre de orden departamental puede 

presentarse en todo el departamento o en parte sus-
tancial de su territorio rebasando la capacidad técnica 
y de recursos de los municipios afectados.

3. Distrital o Municipal. Existirá una situación de 
desastre municipal o distrital cuando la materializa-
ción del riesgo afecte de manera desfavorable y grave 
los bienes jurídicos protegidos de los habitantes del 
municipio o distrito impactado y de la administración 
pública distrital. El desastre de orden distrital o muni-
cipal puede presentarse en todo el distrito o munici-
pio o en parte sustancial del territorio de su jurisdic-
ción, rebasando su capacidad técnica y de recursos.

Parágrafo 1°. La declaratoria de una situación de 
desastre podrá producirse hasta dos (2) meses des-

De igual manera, mientras no se haya declarado que 
la situación ha vuelto a la normalidad, el Presidente 

haya dado a la situación de desastre y las disposicio-
nes del régimen especial que deberán ser aplicadas.

Parágrafo 2°. Producida la declaratoria de situa-
ción de desastre, serán de cumplimiento obligatorio 

determine. Al efecto, las autoridades administrativas, 
ejercerán las competencias que legalmente les corres-
ponda y, en particular, las previstas en las normas del 
régimen especial que se determinen, hasta tanto se 
disponga que ha retornado la normalidad.

Artículo 57. Declaratoria de situación de cala-
midad pública. Los gobernadores y alcaldes, pre-
vio concepto favorable del Consejo Departamental, 
Distrital o Municipal de Gestión del Riesgo, podrán 
declarar la situación de calamidad pública en su res-
pectiva jurisdicción. Las declaratorias de situación de 
calamidad pública se producirán y aplicarán, en lo 
pertinente, de conformidad con las reglas de la decla-
ratoria de la situación de desastre. 

Parágrafo. Para los efectos de la presente ley, se 
entiende por calamidad pública, el resultado que se 
desencadena de la manifestación de uno o varios 
eventos naturales o antropogénicos no intencionales 
que al encontrar condiciones propicias de vulnerabi-
lidad en las personas, los bienes, la infraestructura, 
los medios de subsistencia, la prestación de servicios 
o los recursos ambientales, causa daños o pérdidas 
humanas, materiales, económicas o ambientales, ge-
nerando una alteración intensa, grave y extendida 
en las condiciones normales de funcionamiento de 
la población, en el respectivo territorio, que exige al 
distrito, municipio, o departamento ejecutar acciones 
de respuesta rehabilitación y reconstrucción. 

Artículo 58. Criterios para la declaratoria de de-
sastre y calamidad pública. La autoridad política que 
declare la situación de desastre o calamidad, según 
sea el caso, tendrá en consideración los siguientes 
criterios:

1. Los bienes jurídicos de las personas en peligro 
o que han sufrido daños. Entre los bienes jurídicos 
protegidos se cuentan la vida, la integridad perso-
nal, la subsistencia digna, la salud, la vivienda, la 
familia, los bienes patrimoniales esenciales y los 
derechos fundamentales, económicos y sociales de 
las personas.
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2. Los bienes jurídicos de la colectividad y las ins-
tituciones en peligro o que han sufrido daños. Entre 
los bienes jurídicos así protegidos se cuentan el orden 
público material, social, económico y ambiental, la 
vigencia de las instituciones, políticas y administra-
tivas, la prestación de los servicios públicos esencia-
les, la integridad de las redes vitales y la infraestruc-
tura básica.

3. El dinamismo de la emergencia para desesta-
bilizar el equilibrio existente y para generar nuevos 
riesgos y desastres.

agravarse, reproducirse en otros territorios y pobla-
ciones o a perpetuarse.

5. La capacidad o incapacidad de las autoridades 
de cada orden para afrontar las condiciones de la 
emergencia.

6. El elemento temporal que agregue premura y 
urgencia a la necesidad de respuesta.

7. La inminencia de desastre o calamidad pública 
con el debido sustento fáctico.

Artículo 59. Solidaridad. Los departamentos, 
Corporaciones Autónomas, Distritos y municipios 
podrán colaborar con otras entidades territoriales de 
su mismo rango o de rango inferior o superior cuando 
tales entidades se encuentren en situaciones declara-
das de desastre o de calamidad pública. La colabora-
ción puede extenderse al envío de equipos humanos 
y materiales, recursos físicos a través de redes esen-
ciales, elaboración conjunta de obras, manejo com-
plementario del orden público, intercambio de infor-
mación sobre el desastre o su inminente aparición y, 
en general, todo aquello que haga efectivos los prin-
cipios de concurrencia y subsidiariedad positiva en 
situaciones de interés público acentuado.

Parágrafo. Los primeros auxilios en situaciones de 
desastre o calamidad pública deberán ser prestados 
por cualquier persona o entidad, bajo la coordinación 
y control de las entidades del sistema nacional de 
gestión del riesgo.

Artículo 60. 
recuperación. Declarada una situación de desastre o 
calamidad pública y activadas las estrategias para la 
respuesta, la dirección de gestión del riesgo, en lo na-
cional, las gobernaciones, y alcaldías en lo territorial, 

-
habilitación y reconstrucción de las áreas afectadas, 
que será de obligatorio cumplimiento por todas las 
entidades públicas o privadas que deban contribuir a 
su ejecución, en los términos señalados en la declara-

Cuando se trate de situación de calamidad pública 
departamental, distrital o municipal, el plan de acción 

-
ción por el Consejo Departamental, Distrital, Mu-
nicipal respectivo, de acuerdo con las orientaciones 
establecidas en la declaratoria o en los actos que la 

-
ción con la rehabilitación y la reconstrucción, deberá 
integrar las acciones requeridas para asegurar que no 
se reactive el riesgo de desastre preexistente en armo-
nía con el concepto de seguridad territorial.

Parágrafo 2°. El seguimiento y evaluación del plan 
estará a cargo de la Dirección de Gestión del Riesgo 
cuando se derive de una declaratoria de desastre. Por 

que haga sus veces, dentro del respectivo ente territo-
rial, cuando se trate de declaratoria de calamidad pú-
blica; los resultados de este seguimiento y evaluación 
serán remitidos a la dirección de gestión del riesgo.

Artículo 61. Participación de entidades públicas, 
privadas y comunitarias. En el acto administrativo 
que declare la situación de desastre o calamidad pú-
blica, se señalarán, según su naturaleza, las entidades 
y organismos que estarán obligados a participar en la 

que deberán desarrollar y la forma como se somete-
rán a la dirección, coordinación y control por parte 
de la entidad o funcionario competente. Igualmente, 
se determinarán la forma y modalidades de partici-
pación de las entidades y personas jurídicas privadas 
y la comunidad organizada en la ejecución del plan.

Artículo 62.  El 
-

minos de la declaratoria de desastre y las normas 
especiales habilitadas para la situación, durante la 
respuesta, rehabilitación y reconstrucción. Para ello 
expedirá el decreto respectivo.

términos de la declaratoria de calamidad pública, 
previo concepto del respectivo consejo para la ges-
tión del riesgo. 

Artículo 63. Retorno a la normalidad. El Presi-
dente de la República, previa recomendación del 
Consejo Nacional, decretará que la situación de de-
sastre ha terminado y que ha retornado la normali-
dad. Sin embargo, podrá disponer en el mismo decre-
to que continuarán aplicándose, total o parcialmente, 
las normas especiales habilitadas para la situación de 
desastre, durante la ejecución de las tareas de rehabi-
litación y reconstrucción.

Cuando se trate de declaratoria de situación de ca-
lamidad pública, previa recomendación del consejo 
territorial correspondiente, el gobernador o alcalde, 
mediante decreto, declarará el retorno a la normali-
dad y dispondrá en el mismo cómo continuarán apli-
cándose las normas especiales habilitadas para la si-
tuación de calamidad pública, durante la ejecución 
de las tareas de rehabilitación y reconstrucción y la 
participación de las entidades públicas, privadas y 
comunitarias en las mismas.

Parágrafo. El término para la declaratoria de re-
torno a la normalidad no podrá exceder de seis (6) 
meses para la declaratoria de calamidad pública y de 
doce (12) meses para la declaratoria de situación de 
desastre, en estos casos, podrá prorrogarse por una 
vez y hasta por el mismo término, previo concepto 
favorable del Consejo Nacional para la Gestión del 
Riesgo. Los términos comenzarán a contarse a partir 
del día siguiente de la expedición del decreto presi-
dencial o del acto administrativo que declaró la situa-
ción de desastre o calamidad pública.

CAPÍTULO VII
Régimen Especial para Situaciones de Desastre  

y Calamidad Pública
Artículo 64. Régimen normativo. Declaradas si-

tuaciones de desastre o calamidad pública, conforme 
a lo dispuesto en el Capítulo VI de esta ley, en la mis-
ma norma se determinará el régimen especial aplica-
ble de acuerdo con los antecedentes, la naturaleza, la 
magnitud y los efectos del desastre o calamidad pú-
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blica. Las normas versarán entre otras materias sobre 

recursos; ocupación, adquisición, expropiación, de-
molición de inmuebles e imposición de servidumbres; 

juicios ejecutivos, créditos para afectados, incentivos 
para la rehabilitación, reconstrucción y el desarrollo 
sostenible; administración y destinación de donacio-
nes y otras medidas tendientes a garantizar el regreso 
a la normalidad.

Artículo 65. Medidas especiales de contratación. 
Salvo lo dispuesto para los contratos de empréstito 
interno y externo, los contratos que celebre la socie-

-
chos e intereses del Fondo Nacional de gestión del 
riesgo o los celebrados por las entidades ejecutoras 
que reciban recursos provenientes de este fondo o los 
celebrados por las entidades territoriales y sus fondos 
de gestión del riesgo, relacionados directamente con 
las actividades de respuesta, de rehabilitación y re-
construcción de las zonas declaradas en situación de 
desastre o calamidad pública, se someterán a los re-
quisitos y formalidades que exige la ley para la con-
tratación entre particulares, con sujeción al régimen 
especial dispuesto en el artículo 13 de la Ley 1150 de 
2007, y podrán contemplar cláusulas excepcionales 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 14 a 
18 de la Ley 80 de 1993.

Parágrafo. Los contratos celebrados por las enti-
dades territoriales en virtud del artículo anterior se 

-
dos en el marco de la declaratoria de urgencia mani-

Artículo 66. Contratación de empréstitos. Los 
contratos de empréstito externo o interno que requie-
ran celebrar el Gobierno Nacional, las entidades des-
centralizadas del orden nacional, los departamentos, 
distritos y municipios o las entidades descentraliza-
das del orden departamental, distrital o municipal con 

pública declaradas, sólo necesitarán para su celebra-
ción y validez, además de los requisitos establecidos 
por la Constitución Política, el concepto previo de la 
Dirección General de Crédito Público del Ministerio 

-
dad prestamista y del Presidente de la República o 
del respectivo mandatario departamental, distrital o 
municipal, quienes podrán delegar la suscripción en 
el Ministro, o en los Secretarios de Hacienda, para el 
caso de las entidades territoriales. En todo caso no 
se podrá exceder la capacidad de pago de la entidad 
prestataria.

Artículo 67. Imposición de servidumbres. Los bie-

situación de desastre o calamidad pública, deberán 
soportar las servidumbres legales que fueren nece-
sarias para adelantar las acciones, obras y procesos 
necesarios para atender la emergencia y adelantar las 
acciones de rehabilitación y reconstrucción.

Parágrafo. La imposición de servidumbres se hará 
mediante acto administrativo motivado, en el cual se 

 

inmueble, quien podrá interponer únicamente el re-
curso de reposición. Contra dicho acto procederán las 
acciones contencioso-administrativas del caso.

Artículo 68. Ocupación temporal de inmuebles. 
En desarrollo de la función social de la propiedad, 
los propietarios, poseedores y tenedores de inmue-

la declaratoria de situación de desastre o calamidad 
pública, están obligados a permitir la ocupación to-
tal o parcial para facilitar las labores de manejo de 
desastres, incluyendo la respuesta, rehabilitación y 
reconstrucción.

Parágrafo 1°. La ocupación temporal debe ser 
ordenada por la autoridad pública competente y se 

de elevar recursos. Las entidades públicas o privadas 
encargadas de las labores de manejo de desastres aca-
tarán las disposiciones ordenadas para la ocupación 
temporal. En el caso de las entidades privadas, su 
actuación será realizada como particulares en ejerci-
cio de funciones públicas, para esto serán investidos 
temporalmente de esas funciones públicas de ocupa-
ción por la autoridad pública competente.

Parágrafo 2°. La ocupación temporal deberá limi-
tarse al espacio y tiempo estrictamente indispensa-
bles y causar el menor daño posible, el cual deberá 
ser reparado de manera expedita y completa. De igual 
manera se cancelarán las expensas en las que haya 
incurrido el propietario, poseedor o tenedor por causa 
de la ocupación temporal.

Artículo 69. Procedimiento y condiciones de la 
ocupación. La entidad pública a cargo de la emergen-
cia comunicará por escrito al propietario, poseedor 
o tenedor del inmueble la necesidad de la ocupación 
temporal, la extensión requerida del terreno, las habi-

probable que dure la ocupación, que en ningún caso 
podrá ser superior a un (1) año. En la misma comuni-
cación hará una estimación del valor de los perjuicios 
que pueden causarse y que ofrece pagar. La comu-
nicación deberá indicar el plazo para manifestar el 
consentimiento del propietario, poseedor o tenedor y 
su valoración de los perjuicios probables. Si no se ob-
tuviere el consentimiento para la ocupación temporal 
o no se llegare a un acuerdo sobre el valor estimado 
de los perjuicios en el plazo señalado en la comuni-
cación, se procederá a la ocupación con el concurso 
de las autoridades de policía.

Parágrafo 1°. El plazo para que el propietario, po-

respecto de la medida y del valor estimado de los per-
juicios no podrá ser inferior a cinco (5) días hábiles

Parágrafo 2°. La decisión de ocupar temporal-
mente un inmueble o unas mejoras se comunicará 
personalmente y mediante escrito dirigido y entrega-
do en la dirección conocida del propietario, poseedor 

público de la sede de la alcaldía por el término de cin-

por edicto empezará a correr el término prescrito en 
el parágrafo 1°.

Parágrafo 3°. En caso de necesidad perentoria, se 
procederá a la ocupación en forma inmediata y se pro-

posible. Esta modalidad de ocupación no precluye la 
aceptación posterior por parte del propietario, posee-
dor o tenedor ni el pago de los perjuicios y gastos.
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Artículo 70. Acciones contencioso-administra-
tivas. En todo caso, los propietarios, poseedores 
o tenedores afectados por la medida de ocupación 
temporal, que no consientan expresamente con ella 
o que habiéndola aceptado consideren que el valor 
del daño efectivamente causado fue superior a la in-
demnización por perjuicios pactada, podrán ejercer 
las acciones contencioso-administrativas a que haya 
lugar dentro de los términos previstos en el Código 
Contencioso Administrativo, contados a partir de la 
fecha en la que concluya la ocupación temporal.

Las mismas acciones serán procedentes cuando se 
trate de ocupación inmediata de inmuebles.

Artículo 71. . Transcurrido un 
(1) año sin que la ocupación haya terminado, procede 

cumplir este mandato será causal de mala conducta 
para el funcionario o funcionarios que dilaten la en-
trega. Los propietarios, poseedores o tenedores po-
drán iniciar inmediatamente las acciones judiciales 
encaminadas a la restitución del bien y la reparación 
del daño inferido.

Artículo 72. Adquisición de predios. Declarada 
una situación de desastre o calamidad pública y hasta 
tanto se declare el retorno a la normalidad, el Gobier-
no Nacional a través de cualquiera de sus ministerios 
o departamentos administrativos, entidades del orden 
nacional, las entidades territoriales o las entidades 
descentralizadas de cualquier nivel administrativo, 
podrán adquirir total o parcialmente los bienes in-
muebles o derechos reales que sean indispensables 

-
ciación directa con los propietarios o mediante expro-
piación por vía administrativa, previa indemnización.

Artículo 73. Negociación directa. Previa a la de-
claratoria de expropiación, se surtirá la etapa de ne-
gociación directa, en la cual se aplicará el procedi-
miento siguiente:

1. El representante legal de la entidad pública 
adquirente, previas las autorizaciones estatutarias o 

cual se dispone la adquisición de un bien inmueble o 
de derechos reales mediante negociación directa. El 

-
ble o de los derechos reales, y ordenará el avalúo de 
los bienes o derechos.

2. El representante legal de la entidad pública hará 
la oferta de compra del bien o bienes inmuebles o 
derechos reales de conformidad con avalúo admi-

-
lizado por peritos privados inscritos en las lonjas de 
propiedad raíz o asociaciones equivalentes. El avalúo 
será revisado a solicitud de la entidad pública inte-
resada. Este avalúo, que es requisito necesario de la 
oferta y negociación, determinará el precio máximo 
de adquisición.

3. Con fundamento en el avalúo, el representante 
legal formulará oferta de compra a los titulares de 
los bienes o derechos reales que se pretende adquirir. 
La oferta de compra, junto con el edicto se enviarán 

dirección comercial, al lugar del predio donde se le 
entregará a cualquier persona que allí se encuentre o 

-
cias de la propiedad.

4. Si dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes 
a la expedición de la oferta no fuere posible comu-
nicar personalmente la oferta, se dejará constancia 
escrita a cualquier persona que se encontrare en el 

-
ción del inmueble, mediante telegrama que contenga 

un término de cinco (5) días hábiles en lugar visible 
al público, término durante el cual la entidad adqui-

en un periódico de amplia circulación nacional o lo-
cal. Vencido dicho término, la oferta surtirá efectos 
respecto del propietario y de los demás titulares de 
derechos constituidos sobre el inmueble.

el folio de matrícula inmobiliaria del inmueble, en la 
-

pondiente por parte de la entidad adquirente dentro 
de los tres (3) días hábiles siguientes a su comuni-
cación. Los inmuebles y derechos reales afectados 
quedarán fuera del comercio a partir de la fecha de 
la inscripción, y mientras subsista dicha inscripción, 
no podrán concederse licencias de urbanismo, cons-
trucción ni permisos de funcionamiento industrial o 
comercial sobre el inmueble objeto de la oferta de 
compra.

6. El término para aceptar o rechazar la oferta será 
de cinco (5) días hábiles, contados a partir de su co-

la alcaldía. Si la oferta es aceptada, deberá suscribirse 
el contrato de compraventa dentro de los diez (10) 
días hábiles siguientes e inscribirse la escritura en la 

-
gar. Dicho lapso podrá ser prorrogado por un término 
igual por justa causa que obre a favor de cualquiera 
de las partes.

fechas para la entrega real y material del inmueble 
y para el pago del precio. Los plazos respectivos no 
podrán superar 30 días calendario.

8. Se entenderá que el propietario renuncia a la 
negociación y rechaza la oferta de compra cuando no 
hubiere acuerdo sobre el precio y la forma de pago, 
o cuando el titular de los derechos guarde silencio en 
los términos para decidir sobre la oferta o suscribir la 
escritura de compraventa.

9. En los eventos en que el propietario del bien o 
el titular del derecho real sea un incapaz o dicho bien 
forme parte de una sucesión, se aplicará el artículo 16 
de la Ley 9ª de 1989.

-
culo se practicará teniendo exclusivamente en cuenta 
los factores y variables correspondientes a la época 
anterior a la declaratoria de desastre o calamidad pú-
blica.

Parágrafo 2°. Los actos administrativos a que se 
-

so de reposición.
Artículo 74. Expropiación por vía administrativa. 

Agotada la etapa de negociación directa, el represen-
tante de la entidad, mediante resolución motivada, 
podrá decretar la expropiación del inmueble y demás 
derechos reales constituidos sobre el mismo. Para 
esos efectos se aplicará el procedimiento siguiente:



GACETA DEL CONGRESO  821  Jueves, 3 de noviembre de 2011 Página 25

1. El representante legal de la entidad pública 
expropiante deberá expedir resolución motivada de 
expropiación por vía administrativa dentro del mes 
siguiente a la fecha en la cual se agotó la opción de 
negociación directa. Si no fuere expedida tal reso-
lución, las inscripciones que se hubieren efectuado 

quedarán sin efecto alguno y se cancelarán de pleno 
derecho, sin necesidad de pronunciamiento judicial o 
administrativo alguno.

-
sonalmente al propietario, a su representante legal o 
apoderado dentro de los tres (3) días hábiles siguien-
tes a la fecha de su expedición de la resolución o, 

visible al público en la alcaldía del lugar, en la sede 
de la entidad expropiante y en el lugar de ubicación 

edicto la entidad expropiante publicará el edicto en 
un periódico de amplia circulación nacional o local.

3. Adicionalmente, se enviará copia del edicto por 

-
so a la propiedad según las circunstancias. También 
se enviará a la dirección del propietario registrada en 

4. La resolución que decreta la expropiación debe-
rá determinar el valor de la indemnización de acuerdo 
con el avalúo administrativo que efectúen el Instituto 

-
tales y municipales de catastro, o en su defecto, el 
avalúo por los peritos privados de conformidad con 
lo dispuesto en los numerales 1 y 2 del artículo 75 de 
la presente ley. La resolución deberá incluir la forma 
de pago en los términos del artículo 29 de la Ley 9ª 
de 1989.

5. Contra la resolución que ordene la expropia-
ción administrativa, procederá únicamente el recurso 
de reposición, el cual deberá interponerse dentro de 
los diez (10) días hábiles siguientes a la fecha de su 

6. Transcurridos veinte (20) días hábiles sin que 
la autoridad administrativa expropiante hubiere ex-
pedido la resolución que resuelve el recurso de repo-
sición, este se entenderá negado y el acto recurrido 

-
piación, y sin que haya lugar a la oposición, se pro-
cederá a la entrega del bien, la cual se llevará a cabo 
con el concurso de las autoridades de policía, quienes 
están en la obligación de apoyar a la entidad expro-
piante. En el acta de la diligencia de entrega se inser-
tará la parte resolutiva de la resolución. Dicha acta se 

junto con la resolución en copia expedida y autenti-
cada por la entidad.

8. Contra la resolución que ordene una expropia-
ción administrativa en desarrollo de la presente ley, 
procederán la acción de nulidad y restablecimiento 
del derecho ante el Tribunal Administrativo con juris-
dicción en el lugar de ubicación del inmueble.

Artículo 75. Declaratoria de utilidad pública e 
interés social. Para todos los efectos relativos al pro-
cedimiento de expropiación por vía administrativa, 
entiéndase que existen motivos de utilidad pública e 

interés social para la adquisición mediante expropia-
ción de los bienes indispensables para la ejecución 

desastres y calamidades públicas declaradas.
Artículo 76. Orden de demolición. Los alcaldes de 

los distritos y municipios comprendidos dentro de las 

una situación de desastre o calamidad pública, previo 
informe técnico de los respectivos Consejos, podrán 
ordenar, conforme a las normas de policía aplicables, 
la demolición de toda construcción que amenace rui-
na o que por su estado de deterioro ponga en peligro 
la seguridad o la salubridad de los habitantes de la 
misma o de otras personas. La orden será impartida 

dueño o al poseedor o al tenedor del respectivo in-
mueble, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes 
a la fecha de su expedición. 

Copia de la resolución a que hace referencia el 

-
lizarse.

Parágrafo 1º. Contra la resolución que ordene la 
demolición de un inmueble por causa de desastre o 
calamidad pública, sólo procede el recurso de reposi-
ción, el cual deberá interponerse dentro de los cinco 

-
-

solución en el inmueble, ante el alcalde respectivo 
quien resolverá de plano, salvo que deban practicarse 

el término para practicar las pruebas no excederá de 
diez (10) días hábiles y será improrrogable.

Parágrafo 2º. En caso de existir una orden de de-
molición, las personas que sean afectadas por la mis-
ma orden deberán ser incluidas en el plan de acción 
al que hace referencia esta ley. 

Artículo 77. Ejecución de la demolición. Una vez 
ejecutoriada la resolución que ordene la demolición, 
luego de haberse agotado el recurso de reposición, se 
procederá a la inmediata demolición del inmueble. 
Cuando por circunstancias de especial urgencia se 

-
sos en la vía gubernativa, la autoridad podrá proceder 
a la demolición en forma inmediata. 

Artículo 78. Disposición de bienes. El Gobierno 
Nacional podrá disponer en forma directa o a través 
de convenios interinstitucionales con terceras entida-
des, el uso de los bienes, respecto de los cuales pese 
una medida de decomiso preventivo o en proceso de 
extinción de dominio o se encuentren extinguidos, 

-
lacionadas con los motivos de la declaratoria de la 
situación de desastre o calamidad pública.

Artículo 79. Transferencia de recursos. El Fondo 
Nacional podrá transferir recursos de sus cuentas o 
subcuentas a entidades públicas, del orden nacional 
o territorial y entidades privadas para ser administra-
dos por estas, sin que para ello se requiera operación 
presupuestal alguna por parte de la entidad receptora.

En el documento que ordene la transferencia se 
indicará de manera expresa la destinación de los re-
cursos, los cuales se girarán a cuentas abiertas espe-
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cialmente para la atención del desastre o calamidad 
pública declarada, y estarán exentas de cualquier gra-
vamen.

La administración de dichos recursos será respon-
sabilidad del jefe de la respectiva entidad a la cual se 
le efectuó la transferencia y estarán sujetos al control 

Corresponde a la Junta Directiva del Fondo Na-
cional de Gestión del Riesgo reglamentar todo lo re-
lativo a las transferencias de que trata el inciso ante-
rior, al control de su utilización y a la legalización de 
los mismos.

Artículo 80. Proyectos Desarrollo Urbano. El 
-

nanciar proyectos de desarrollo urbano en los que 

planeación de los municipios y distritos en el ámbito 
de sus respectivas competencias, el conjunto de deci-
siones administrativas y de actuaciones urbanísticas 
necesarias para la ejecución de operaciones urbanas 
que garanticen la habilitación de suelo para la ejecu-
ción de los proyectos de construcción, de vivienda y 
reubicación de asentamientos humanos para atender 
la declaratoria de situación de desastre.

las condiciones para la construcción y reubicación de 
viviendas, el desarrollo de otros usos, la extensión o 
ampliación de la infraestructura para el sistema vial, 
y de servicios públicos domiciliarios, y la ejecución 
de espacios públicos y equipamientos colectivos, ya 
sea que se trate de predios urbanos, rurales o de ex-
pansión urbana.

Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará el 
procedimiento para el anuncio, la formulación y con-
certación, la aprobación y la adopción de proyectos 
de desarrollo urbano de que trata el presente artículo.

Artículo 81. Redes y servicios de telecomunica-
ciones. Todos los proveedores de redes y servicios 
de telecomunicaciones están obligados a permitir el 
acceso y uso de sus redes e infraestructuras al ope-

atender las necesidades relacionadas con los motivos 
de declaratoria de situación de desastre para garanti-
zar la continuidad en la provisión de los servicios y 
redes de telecomunicaciones. De igual manera, todo 
operador o proveedor de servicios públicos que tenga 
infraestructura estará obligado a permitir el acceso y 
uso de la misma en forma inmediata.

La Comisión de Regulación de Comunicaciones a 
-

ner una servidumbre provisional en forma inmediata 
para garantizar el uso de las redes e infraestructura 
ante la negativa del proveedor respectivo.

La negación a la solicitud de acceso y uso a que 
se hace referencia en este artículo por parte del pro-
veedor generará las sanciones que sobre el particular 
reglamente el Gobierno Nacional.

Artículo 82. Levantamiento de restricciones. El 
Gobierno Nacional podrá suspender transitoriamen-
te, y mientras se restablecen las condiciones de trán-
sito vial en el país, las restricciones de horario de tipo 
ambiental establecidas para la operación de las pistas 
de los aeropuertos nacionales y/o internacionales en 
el territorio nacional. 

La suspensión de las restricciones que disponga 
el Gobierno Nacional no podrá durar más de seis (6) 
meses, contados a partir de la expedición del decreto 
de suspensión.

Artículo 83. Emergencias viales. El Gobierno Na-
cional podrá requerir de los contratistas y concesio-
narios del Estado la maquinaria, el equipo y personal 
que se encuentre a su disposición para atender de ma-
nera inmediata las emergencias viales o de cualquier 
otra naturaleza que se presenten en su zona de activi-

por la necesaria atención de emergencias que amena-
cen la vida y demás derechos de la población.

Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará lo 
pertinente a las zonas de actuación, costos, precios, 
tiempos y demás materias relacionadas con el pre-
sente artículo.

Artículo 84. Invías. El Instituto Nacional de Vías, 
Invías, o la entidad que haga sus veces podrá interve-
nir las vías que no están en su inventario y donde sea 
preciso para atender las situaciones de emergencia 
que requieran de su atención.

Artículo 85. Subsidio excepcional. Créase el Sub-
sidio Excepcional, el cual podrá otorgar el Gobierno 
Nacional declarada una situación de desastre, como 

de los estratos subsidiables de los servicios públicos 
domiciliarios de energía eléctrica, gas combustible 
por redes, acueducto, alcantarillado y aseo, afecta-

-
tes de la declaratoria de situación de desastre de que 
trata esta ley, puedan pagar las tarifas de los servi-
cios mencionados. Este Subsidio corresponderá a un 
porcentaje adicional al establecido en la Ley 142 de 

aplicado sobre el consumo de subsistencia o el costo 
medio de suministro del consumo, según sea el caso, 

-
ción previo concepto de disponibilidad de recursos 
emitido por el Ministerio de Hacienda y Crédito Pú-
blico. El subsidio se podrá reconocer a los suscrip-
tores y/o usuarios de los estratos subsidiables en los 
términos, condiciones y porcentajes que establezca el 
Ministerio respectivo.

Parágrafo. Para el servicio de aseo, el subsidio del 
que trata el presente artículo se reconocerá sobre el 
valor de la factura que no sea cubierto por el subsidio 
del que trata la Ley 142 de 1994 o aquellas que la sus-

porcentajes que establezca el Ministerio respectivo.
Artículo 86. Excepción de facturación o pago. 

Los suscriptores y/o usuarios de los servicios públi-
cos domiciliarios de energía eléctrica, gas combus-
tible por redes, acueducto, alcantarillado y aseo cu-
yos inmuebles, por causa de los hechos que originen 
la declaratoria de Situación de Desastre se encuen-
tren en situación que imposibilite la prestación del 
servicio, no serán sujeto de facturación o cobro por 
cualquier concepto, hasta tanto el inmueble recupere 
las condiciones necesarias para su funcionamiento y 
el prestador garantice y restablezca la prestación del 

las condiciones técnicas de seguridad, de tal forma 
que no se generen riesgos para los suscriptores y/o 
usuarios.
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Para el efecto, los comités territoriales de gestión 
del riesgo de los municipios afectados suministrarán 
a las personas prestadoras de servicios públicos el 
listado de los inmuebles que se encuentren en esta 
situación, dentro de los diez (10) días calendario si-
guientes a la ocurrencia de los hechos que originen la 
declaratoria de situación de desastres. 

Parágrafo 1°. Una vez restablecido el servicio, los 
suscriptores y/o usuarios de los estratos subsidiables 
podrán acceder al Subsidio Excepcional de que trata 
el artículo 85 de la presente ley, de acuerdo con la 
reglamentación que expida el respectivo Ministerio.

del Subsidio Excepcional los suscriptores y/o usua-
-

diables que hayan sido reubicados con ocasión de los 
hechos causantes de la declaratoria de desastre, de 
acuerdo con la reglamentación que expida el respec-
tivo Ministerio.

Parágrafo 3°. Para los servicios de acueducto, al-
cantarillado y aseo las entidades territoriales desti-
narán recursos de subsidios del Sistema General de 

-
lidad permanente de estos servicios, en los términos 
y condiciones que establezca para el efecto el Minis-
terio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. 

Parágrafo 4°. Los prestadores del servicio debe-

el Gobierno Nacional la información de subsidios 
excepcionales otorgados a sus usuarios, un mes des-

realizará la transferencia de los recursos a los pres-
tadores del servicio, de la totalidad de los subsidios 
reportados, dentro de los treinta (30) días calendario 
siguientes a la entrega de la información por parte de 
estos.

Artículo 87. Los suscriptores y/o usuarios de los 
estratos subsidiables de los servicios de energía eléc-
trica, gas combustible por redes, acueducto, alcanta-
rillado y aseo que tengan la calidad de afectados o 

declaratoria de situación de desastre, cuyas viviendas 
mantengan las condiciones necesarias para la presta-
ción de los servicios públicos mencionados, podrán 

términos que establezca para el efecto el Ministerio 
respectivo. 

Artículo 88. -
dos. Los Comités Territoriales de Gestión del Riesgo 
de los municipios afectados suministrarán a las per-
sonas prestadoras de servicios públicos, los registros 
de las instalaciones de los inmuebles de los usuarios 

con el aval del respectivo Comité Regional para la 
gestión del riesgo y de una entidad operativa del Sis-
tema Nacional para la Gestión del Riesgo de Desas-
tres o las entidades que designe el Gobierno Nacional 
para el efecto.

Artículo 89. Conexión domiciliaria. Con cargo a 
los recursos del Presupuesto General de la Nación, 
previa viabilidad del Ministerio de Hacienda y Crédi-
to Público, se podrá subsidiar la conexión domicilia-
ria a los usuarios de los estratos 1 y 2 del servicio de 
energía eléctrica y gas combustible por redes, afecta-

declaratoria de situación de desastre, en los términos, 
condiciones y porcentajes que establezca el Ministe-
rio de Minas y Energía. 

Artículo 90. . Las entidades públi-
-
-

das con ellas las personas afectadas por la situación 
de desastre que haya sido declarada, de conformidad 
con las normas que para tal efecto se dicten, siguien-
do entre otros las siguientes reglas:

las obligaciones contraídas antes de la fecha de ocu-
rrencia de la situación de desastre y para los pagos 
con vencimientos a partir de esa fecha.

2. El nuevo plazo no podrá ser superior al doble 
del plazo pendiente, ni exceder de veinte años.

-
das no podrán ser más gravosas que las originales.

4. La solicitud deberá ser presentada por el deu-
dor antes dentro del plazo que determine el Gobierno 
Nacional.

5. No habrá lugar a intereses ni mora durante el 
lapso comprendido entre la fecha de declaratoria de 
la situación de desastre y aquella en que se perfeccio-
ne la renegociación, la cual no deberá ser mayor de 
noventa (90) días.

correspondientes obligaciones y por consiguiente, 
no se requiere formalidad alguna para que se opere 
la renovación de garantías hipotecarias o prendarias 
existentes, ni para que subsista la responsabilidad de 
los deudores o codeudores, subsidiarios o solidarios 

7. Si se trata de créditos de amortización gradual 
y el nuevo plazo implica variaciones en las cuotas 
periódicas, se suscribirán las respectivas adiciones en 
los mismos documentos en que consten las obligacio-
nes, sin perjuicio de que se opte por otorgar nuevos 
documentos.

Artículo 91. Suspensión en procesos ejecutivos. 
Durante los primeros seis (6) meses, contados desde 
la declaratoria de la situación de desastre, los proce-
sos de ejecución singular, mixtos o con título hipote-
cario o prendario, entablados por las entidades públi-
cas de que trata el artículo anterior contra personas 
afectadas por el desastre, por obligaciones contraídas 
antes de la fecha en que se declaró la situación de 
desastre, se suspenderán hasta por seis (6) meses si 
así lo solicita el deudor, desde el momento en que 

bienes debidamente embargados y evaluados, o an-
tes de efectuar la nueva subasta, en el evento en que 
aquella providencia ya se hubiere dictado.

Artículo 92. Usuarios de crédito afectados. Para 
los efectos previstos, entiéndase por afectados los 
usuarios de crédito contraído antes de la declaratoria 
de la situación de desastre, para adelantar cualquier 

la situación de desastre.
Todas las condiciones y modalidades de la rene-

gociación se establecerán en las normas que para el 
efecto se dicten, y se aplicarán previo estudio de cada 
caso, teniendo en cuenta la naturaleza y cuantía de 
las respectivas obligaciones, conforme al reglamento 
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condición de afectado será reconocida por la misma 
entidad pública acreedora.

Artículo 93. Destinación y administración de 
donaciones. Los bienes de cualquier naturaleza do-
nados a entidades públicas, privadas o comunitarias 
para atender una situación de desastre o calamidad 
pública declarada se destinarán conforme a lo dis-

La administración de los bienes donados al Fondo 
Nacional se destinarán de conformidad con las direc-
trices que imparta la Junta Directiva del Fondo y la 
Dirección de Gestión del Riesgo.

Parágrafo. Para el ingreso de las mercancías al 

desastre o calamidad pública se aplicará lo dispuesto 
en los artículos 204 y 391 del Decreto 2685 de 1999 
y demás normas concordantes.

CAPÍTULO VIII
Disposiciones nales

Artículo 94. Reglamentación de la ley. El Presi-
dente de la República, en ejercicio de las facultades 
constitucionales a él conferidas por el ordinal 11 del 
artículo 189 de la Constitución Política reglamentará 
la presente ley. 

Artículo 95. Reglamentación territorial. Las 
asambleas departamentales, los concejos distritales y 
municipales, en ejercicio de sus atribuciones, regla-
mentarán las medidas especiales que podrán tomar 
los gobernadores y alcaldes en situaciones de calami-
dad pública. Para ello deberán ajustarse a los princi-

que trae sobre régimen especial, para tales situacio-
nes. Las normas de régimen especial en las entidades 
territoriales consultarán también lo dispuesto en la 
reglamentación que expida el Presidente de la Repú-
blica para conservar así la armonía en la gestión del 
riesgo de desastres en todos los órdenes de la admi-
nistración pública.

Artículo 96. Artículo transitorio. Declaratorias 
anteriores. Todas las zonas del territorio nacional 
declaradas en situación de desastre o calamidad pú-
blica, cualquiera fuere su carácter, antes del 30 de no-
viembre de 2010, quedan en condiciones de retorno 
a la normalidad.

Artículo 97. Faltas. Adiciónese el siguiente nu-
meral al artículo 48 de la Ley 734 de 2002, que que-
dará así:

“65. No dar cumplimiento a las funciones relacio-
nadas con la gestión del riesgo de desastre en los tér-
minos establecidos en la ley”.

Artículo 98. Libertad de prensa. En el marco de 
lo que en materia de libertad de prensa y situaciones 
de desastre consagran la Constitución Política y las 
leyes, los medios de comunicación cumplirán su fun-
ción de manera responsable. 

Artículo 99. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su publicación y deroga la Ley 46 de 
1988, el Decreto-ley 919 de 1989 y las demás dispo-
siciones que le sean contrarias.

De los honorables Congresistas,

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., octubre 18 de 2011
En Sesión Plenaria del día 18 de octubre de 2011, 

de 2011 Cámara, por la cual se adopta la política 
nacional de gestión del riesgo de desastres y se esta-
blece el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de 
Desastres y se dictan otras disposiciones. Esto con el 

y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992.

Lo anterior consta en el Acta de Sesión Plenaria 
número 94 de octubre 18 de 2011, previo su anuncio 
el día 11 de octubre de los corrientes, según Acta de 
Sesión Plenaria número 93.

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
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